SESION 13, LEGISLATURA  336

ÍNDICE

 

 

 

I.- ASISTENCIA

II.- APERTURA DE LA SESIÓN

III.- ACTAS

IV.- CUENTA

V.- FÁCIL DESPACHO

VI.- ORDEN DEL DÍA

VII.- PROYECTOS DE ACUERDO

VIII.- INCIDENTES

IX.- DOCUMENTOS DE LA CUENTA

X.- OTROS DOCUMENTOS DE LA CUENTA

 

 

 

 

ÍNDICE GENERAL

	
	
	Pág.

	I. 
	Asistencia
	9

	
	
	

	II. 
	Apertura de la sesión
	11

	
	
	

	III. 
	Actas
	11

	
	
	

	IV.
	Cuenta
	11

	-
	Acuerdo sobre suspensión de invitación del Congreso de Perú al Presidente de la Cámara
	11

	-
	Comunicado conjunto sobre el diálogo interparlamentario entre la Unión Europea y Chile
	14

	-
	Autorización a Comisión de Defensa Nacional para sesionar en forma simultánea con la Sala
	16

	
	
	

	V.
	Fácil Despacho.
	

	-
	Acuerdo entre Chile y Portugal sobre franquicias a familiares de personal diplomático. Segundo trámite constitucional
	17

	-
	Acuerdo entre Chile y Francia sobre readmisión de personas en situación irregular. Primer trámite constitucional
	18

	-
	Memorándum de entendimiento sobre cooperación cultural y científica entre Chile y Polonia. Segundo trámite constitucional
	21

	
	
	

	VI.
	Orden del Día.
	

	-
	Protección de la vida privada. Segundo trámite constitucional.
	22

	
	
	

	VII.
	Proyectos de acuerdo.
	

	
	Mantención de beneficios a asignatarios de viviendas sociales
	40

	
	
	

	VIII.
	Incidentes.
	

	-
	Reparación de accesos a Jardín Botánico de Viña del Mar. Oficios
	42

	-
	Información sobre proyectos y obras en ejecución en la Décima Región. Oficios
	43

	-
	Recursos para construcción de comisaría y licitación de obras de accesos viales en Talcahuano. Oficios
	43

	-
	Obras Públicas para la Región Metropolitana. Oficios
	44

	-
	Asistencia de parlamentarios en votación de proyectos
	44

	-
	Dictamen de la Contraloría sobre cesión de derechos en bien raíz por la Municipalidad de Santiago. Oficios
	45

	-
	Igualdad ante la ley y libertad de cultos
	48

	-
	Réplica a intervención del Diputado señor Ulloa
	50

	-
	Presuntas presiones en relación con facultades privativas del Presidente de la República. Oficio
	50

	-
	Fiscalización del Parlamento a municipalidades
	51

	-
	Solución definitiva para familias de Los Pajaritos, Cuarta Región. Oficio
	52

	
	
	

	IX.
	Documentos de la Cuenta.
	

	-
	Mensajes de S.E. el Presidente de la República mediante los cuales inicia la tramitación de los siguientes proyectos:

	1
	Crea la Defensoría Nacional del Usuario (boletín Nº 2115-03)
	53

	2
	Otorga un bono especial a funcionarios y becarios que indica, regidos por la ley Nº 15.076 (boletín Nº 2116-11)
	72

	3
	Establece normas especiales para profesionales funcionarios que indica de los servicios de salud y modifica la ley Nº 15.076 (boletín Nº 2117-11)
	74

	4
	Mensaje de S.E. el Presidente de la República por el cual inicia la tramitación de un proyecto que crea los tribunales de la familia (boletín Nº 2118-18)
	99

	5
	Oficio de la Corte Suprema de Justicia, recaído en el proyecto que modifica la ley Nº 19.325, relativa a actos de violencia intrafamiliar (boletín Nº 2087-18)
	132

	-
	Oficios del Tribunal Constitucional, por los cuales remite copia de las sentencias recaídas en los siguientes proyectos:

	6
	Crea el régimen de jornada escolar completa diurna y dicta normas para su aplicación (boletín Nº 1906-04)
	133

	7
	Reajusta e incrementa las remuneraciones del Poder Judicial, modifica el decreto ley Nº 3.058, de 1979, crea el Departamento de Recursos Humanos en la Corporación Administrativa del Poder Judicial, y modifica el Código Orgánico de Tribunales (boletín Nº 2006-07)
	137


 

X. Otros documentos de la Cuenta. 

1. Oficios:

-De la Comisión de Defensa Nacional, por el cual solicita se le autorice para sesionar simultáneamente con la Sala de la Corporación el día miércoles 5 del presente, a partir de las 11 horas, para continuar el estudio del proyecto que faculta al Presidente de la República para modificar el Estatuto del Personal de Carabineros de Chile (boletín Nº 2112-02).

-De la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, por el cual solicita que la Cámara de Diputados exprese su solidaridad con el señor Presidente de la Corporación, con motivo de haber sido suspendida la invitación realizada por el Congreso de la República del Perú.

 

 

-De la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, mediante el cual solicita que la Cámara de Diputados apruebe el comunicado conjunto realizado el 30 de octubre del año en curso, en el Palacio Ariztía, entre la delegación del Parlamento Europeo para América del Sur y el señor Presidente de la Cámara de Diputados de Chile.

Contraloría General de la República

-De los Diputados señores Bayo, Villouta, Masferrer, Jürgensen y Vilches, posibles irregularidades ocurridas en el Departamento de Salud de la Municipalidad de Collipulli.

-Del Diputado señor Melero, funcionamiento irregular de una empresa en la comuna de Quilicura.

-Del Diputado señor Gutenberg Martínez, compatibilidad en el desempeño de cargo de concejal con cargo directivo en algunas de las corporaciones relacionadas con el mismo municipio.

Ministerio del Interior

-De los Diputados señores Galilea y Ramón Pérez, situación de familias afectadas por construcción de Central Hidroeléctrica Ralco.

-Del Diputado señor Jürgensen, creación de comuna con territorios insulares de la comuna de Quemchi; estudio sobre diagnóstico del tránsito en las ciudades de Valdivia, Osorno y Puerto Montt.

-Del Diputado señor Álvarez-Salamanca, diversas obras en la Séptima Región; asignación de recursos financieros para sistema de electrificación en localidades de la comuna de Río Claro.

-Del Diputado señor Gutiérrez, distribución de panfletos anónimos que se están distribuyendo en la Séptima Región.

-De los Diputados señores Villouta y Ortiz, razones que impidieron el 6 de octubre las comunicaciones telefónicas por un lapso de 30 minutos.

Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción

-Del Diputado señor Navarro, competencia de SEC en la instalación de un gasoducto.

-De los Diputados señores Aníbal Pérez, Aguiló, Joaquín Palma, Felipe Letelier, Bayo y Diputada señora Saa, organización de empresas de cobranzas.

Ministerio de Hacienda

-Del Diputado señor Ortiz, sistema que regula las pólizas de seguros.

-Del Diputado señor Navarro, fiscalización del objeto social de las sociedades anónimas.

-Del Diputado señor Ávila, razones de licencia médica del señor Luis Gárate Aranda.

-De la Corporación, modificación a resolución exenta N° 36 del Servicio de Impuestos Internos, relativa a comerciantes de ferias libres.

 

 

Ministerio de Justicia

-Del Diputado señor Ramón Pérez, derecho a defensa de funcionarios de Gendarmería de Iquique pasados a retiro.

Ministerio de Obras Públicas

-Del Diputado señor Vilches, temporales en la Tercera Región.

-Del Diputado señor Álvarez-Salamanca, badén sobre el río Huenchullamí, Séptima Región.

-Cuadro resumen de oficios MOP emitidos en el mes de septiembre de 1997 a autoridades en general.

Ministerio de Agricultura

-De los Diputados señores Ramón Pérez, Álvarez-Salamanca y Bayo, proyecto de ley sobre condonación deudas Cora.

-Del Diputado señor Joaquín Palma, seguros contratados durante el año 1997 por la Corporación Nacional Forestal.

-Del Diputado señor Arancibia, posibilidad de aumentar créditos a corto plazo otorgados por Indap en la Tercera Región.

Ministerio de Bienes Nacionales

-De los Diputados señores Reyes, Felipe Letelier, Morales, Soria, Ascencio, Gutiérrez, Ojeda, Karelovic, Jürgensen y Diputada señora Prochelle, situación de allegados de Las Cascadas, Décima Región.

-Del Diputado señor Navarro, actividades que la Empresa de Negocios Forestales S.A. estaría realizando en el yacimiento carbonífero Lota Schwager S.A.

-Del Diputado señor Tuma, licitación de terrenos ubicados en el sector Estación Boroa, en la Novena Región.

-Del Diputado señor Rosauro Martínez, terreno ubicado en calle Manuel Rodríguez con calle Flores Millán, Chillán.

-Del Diputado señor Cardemil, situación jurídica del Fundo Huitrapulli, comuna de San Juan de la Costa, Décima Región.

Ministerio de Salud

-Del Diputado señor Navarro, contaminación atmosférica de la Región Metropolitana.

-De la Corporación, vigencia de nuevo reglamento sanitario de los alimentos, respecto a la producción de queso de cabra.

Ministerio de Minería

-Del Diputado señor Arancibia, proyecto minero Agua de la Falda.

Ministerio de Vivienda y Urbanismo

-Del Diputado señor Melero, revisión de planificación de la provincia de Chacabuco; inclusión de casas de la Población Roberto Matta, de Pudahuel, dentro del plan de temporales.

-Del Diputado señor Salvador Urrutia, situación de desniveles en poblaciones de Arica.

 

 

-Del Diputado señor Valcarce, diversos problemas relacionados con la ciudad de Arica.

-Del Diputado señor Ramón Pérez, construcción de multicancha para la ciudad de Iquique.

-Diputada señora Cristi, problemas estructurales Poblaciones Volcán San José 1 y 2 y Padre Hurtado, comuna Puente Alto.

-Del Diputado señor Kuschel, daños provocados en viviendas y obras urbanas construidas por el Serviu en comunas de la Décima Región.

Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones

-De los Diputados señores Alvarado y Jürgensen, servicio marítimo subsidiado.

-De los Diputados señores Felipe Letelier, Aníbal Pérez y Bayo, fondo de desarrollo de las telecomunicaciones.

Ministerio Secretaría General de la Presidencia

-Del Diputado señor Navarro, estudio de impacto ambiental por construcción del tendido de alta tensión de la línea Colbún-Alto Jahuel, en la Séptima Región.

-De las Diputadas señoras Prochelle y Saa y Diputados señores Bayo, Valcarce, Reyes, Jürgensen, Bartolucci, Juan Pablo Letelier, Felipe Letelier y Salvador Urrutia, inclusión de proyectos en la actual legislatura extraordinaria.

-Del Diputado señor Rodríguez, calidad del aire en la zona de Aconcagua, provincias de Los Andes y San Felipe, Quinta Región.

-De la Corporación, inclusión de proyecto en la legislatura extraordinaria.

Ministerio de Planificación y Cooperación.

-Del Diputado señor Navarro, alcantarillado para localidad de Punta de Parra, comuna de Tomé; proyectos de desarrollo de la recolección y/o producción de Rosa Mosqueta en la Octava Región.

Corporación de Fomento de la Producción

-Del Diputado señor Ribera, ampliación sistema alcantarillado e instalación grifo en Villa Imperial, comuna de Nueva Imperial.

-De los Diputados señores Salvador Urrutia, Soria, Morales y Ojeda, licitación emisario submarino de Arica.

-Del Diputado señor Navarro, fluorurización A.P. en Emos.

-Del Diputado señor Prokurica, arrendamiento de oficinas por parte de Emssat S.A.

Intendente de la Región de Atacama

-Del Diputado señor Arancibia, deudas de clientes de Emssat; disponibilidad de recursos con que cuenta la Dirección Regional de Indap.

Municipalidad de Temuco

-Del Diputado señor José García, estado de avance de diversos proyectos.

-Del Diputado señor Huenchumilla, terreno equipamiento Villa Padre Hurtado.

 

 

Municipalidad de Rancagua
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I. ASISTENCIA

-Asistieron los siguientes señores Diputados: (66)

(Partido* Región Distrito)

Alvarado Andrade, Claudio UDI X 58

Arancibia Calderón, Armando PS III 6

Ávila Contreras, Nelson PPD V 11

Aylwin Azócar, Andrés PDC RM 30

Balbontín Arteaga, Ignacio PDC RM 18

Bartolucci Johnston, Francisco UDI V 13

Bayo Veloso, Francisco RN IX 48

Bombal Otaegui, Carlos UDI RM 23

Caminondo Sáez, Carlos RN X 54 

Cardemil Herrera, Alberto RN RM 22

Coloma Correa, Juan Antonio UDI RM 31

Cristi Marfil, María Angélica RN RM 24

De la Maza Maillet, Iván PDC V 12

Dupré Silva, Carlos PDC RM 20

Elgueta Barrientos, Sergio PDC X 57

Errázuriz Eguiguren, Maximiano RN RM 29

Estévez Valencia, Jaime PS RM 29

Gajardo Chacón, Rubén PDC II 4

Galilea Vidaurre, José Antonio RN IX 49

González Rodríguez, José Luis PPD X 54

Hernández Saffirio, Miguel PDC IX 49

Huenchumilla Jaramillo, Francisco PDC IX 50

Kuschel Silva, Carlos Ignacio RN X 57

Leay Morán, Cristián UDI RM 19

Longton Guerrero, Arturo RN V 12

Longueira Montes, Pablo UDI RM 30

Makluf Campos, José PDC V 14

Martínez Labbé, Rosauro IND VIII 41

Martínez Ocamica, Gutenberg PDC RM 21

Melero Abaroa, Patricio UDI RM 16

Montes Cisternas, Carlos PS RM 26

Morales Morales, Sergio PR VI 34

Moreira Barros, Iván UDI RM 27

Naranjo Ortiz, Jaime PS VII 39

Ojeda Uribe, Sergio PDC X 55

Orpis Bouchón, Jaime UDI RM 25

Ortiz Novoa, José Miguel PDC VIII 44

Palma Irarrázaval, Andrés PDC RM 25

Palma Irarrázaval, Joaquín PDC IV 7

Paya Mira, Darío UDI RM 28

Pérez Lobos, Aníbal PS VI 32

Pérez Opazo, Ramón RN I 2

Pizarro Soto, Jorge PDC IV 8

Prochelle Aguilar, Marina RN X 55

Prokurica Prokurica, Baldo RN III 6

Rebolledo Leyton, Romy PPD VII 38

Reyes Alvarado, Víctor PDC X 56

Rodríguez Cataldo, Claudio RN V 11

Sabag Castillo, Hosain PDC VIII 42

Salas De la Fuente, Edmundo PDC VIII 45

Schaulsohn Brodsky, Jorge PPD RM 22

Silva Ortiz, Exequiel PDC X 53

Solís Cabezas, Valentín RN XI 59

Sota Barros, Vicente PPD RM 31

Tohá González, Isidoro PS VIII 41

Ulloa Aguillón, Jorge UDI VIII 43

Urrutia Ávila, Raúl RN V 14

Urrutia Cárdenas, Salvador PPD I 1

Valenzuela Herrera, Felipe PS II 4

Vargas Lyng, Alfonso RN V 10

Viera-Gallo Quesney, José Antonio PS VIII 44

Vilches Guzmán, Carlos RN III 5

Villouta Concha, Edmundo PDC IX 48

Walker Prieto, Ignacio PDC V 10

Wörner Tapia, Martita PPD VIII 46

Zambrano Opazo, Héctor PDC XI 59

-Asistieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Eduardo Aninat, y de la Secretaría General de Gobierno, señor José Joaquín Brunner, y el Senador señor Jorge Lavandero.

 

II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 11.47 horas.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

 

III. ACTAS

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- El acta de la sesión 7ª se declara aprobada. 

El acta de la sesión 8ª se encuentra a disposición de los honorables diputados.

 

IV. CUENTA

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- El señor Prosecretario dará lectura a la Cuenta.

-El señor ZÚÑIGA (Prosecretario) da lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.

ACUERDO SOBRE SUSPENSIÓN DE INVITACIÓN DEL CONGRESO DE PERÚ AL PRESIDENTE DE LA CÁMARA.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra el Diputado señor Dupré.

El señor DUPRÉ.- Señora Presidenta, por encargo de la Comisión de Relaciones Exteriores, daré lectura a una resolución que figura en la Cuenta y que proponemos aprobar a la Corporación. Dice: 

"La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana ha tomado conocimiento, en sesión de esta fecha, de la suspensión de la invitación que el Congreso de la República del Perú extendiera, por decisión unánime de su Consejo Directivo, al Presidente de la honorable Cámara de Diputados, excelentísimo señor Gutenberg Martínez Ocamica, y al respecto adoptó los acuerdos siguientes:

"Proponer a la honorable Cámara que exprese su más amplia solidaridad con el señor Presidente de la Cámara de Diputados, por el agravio tan injustificado que tal decisión ha provocado a la dignidad de su persona y a la majestad de su cargo de Presidente de una rama del Poder Legislativo de Chile.

"Proponer a la honorable Cámara que declare:

"Que la suspensión, fundada en el desconocimiento de una resolución adoptada en derecho por la excelentísima Corte Suprema de Chile, es un hecho lamentable e inaceptable que afecta el ritmo favorable de la integración bilateral que los Parlamentarios de ambos Países deben apoyar permanentemente en aras del bienestar y mejor destino de pueblos hermanos, como el chileno y el peruano.

"Que las relaciones bilaterales, particularmente entre países vecinos, siempre deben estar guiadas por el alto interés nacional y no deben ser afectadas por situaciones políticas internas o coyunturales, por lo que los Diputados chilenos reiteran su buena disposición a fortalecerlas y, muy específicamente, sus vínculos con los honorables colegas del Congreso de la República del Perú.

"Que en tal sentido, entienden los Diputados chilenos que nuestros pueblos valoran a quienes, por delegación de sus propios mandatos, se esfuerzan por contribuir al incremento de la paz entre las naciones, el buen entendimiento entre sus Autoridades Políticas y el fortalecimiento de las relaciones de amistad y fraternidad entre los pueblos.

"Que la suspensión de la invitación que el Congreso de la República del Perú extendió al Presidente de la Cámara de Diputados de Chile es un hecho que no favorece los comunes ideales de integración, por lo que los Diputados chilenos expresan su molestia y preocupación ante sus Pares peruanos, y confían en que las situaciones que los llevaron a adoptar tan lamentable decisión deberán ser explicadas, a fin de reactivar los esfuerzos comunes por avanzar en el estrechamiento de la relación bilateral."

Esperamos que la Cámara acuerde hacer suyo este texto, para enviarlo a la Cancillería y a la Embajada del Perú en Chile.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra el Diputado señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, la declaración leída por el colega señor Dupré forma parte de una decisión unánime de la Comisión de Relaciones Exteriores por la solidaridad que debemos tener con el Presidente de la Corporación y con el señor Dupré, quien acompañaría al Presidente en una visita oficial inserta, por lo demás, en una política de acercamiento entre ambos países y Congresos, que es continuación de una serie de iniciativas que se han llevado adelante a través de reuniones de las Comisiones de Relaciones Exteriores de los Congresos de las dos naciones.

La actitud asumida por el Gobierno del Presidente Fujimori nos parece extraordinariamente delicada. Las relaciones entre ambos países no pueden depender de situaciones o problemas internos, o de la confusión generada por la resolución de los tribunales de justicia chilenos, adoptada de acuerdo con sus facultades, respecto de un terreno particular de la ciudad de Arica, denominado Chinchorro, que, si bien pertenece al Estado peruano, es una propiedad privada y merece el tratamiento que corresponde a cualquiera otra de su tipo en nuestro país.

Hay una confusión grave. Este tema no se puede usar como excusa para suspender de manera unilateral una visita programada entre el más alto representante de nuestra Corporación y el Congreso peruano. No es posible transformar el tema del Chinchorro en una materia que tenga que ver con la implementación de los tratados entre Chile y Perú en 1929. Por el contrario, los peruanos no pueden -hemos leído en la prensa que algunos lo han sugerido- pedir una especie de compensación por la situación del Chinchorro con los terrenos de la explanada. Debemos dejar meridianamente claro que, como país y también como Cámara, no vamos a aceptar un planteamiento de este tipo.

Me parece importante lamentar, de la manera más categórica, esta actitud y señal negativa del gobierno de Fujimori, quien, por lo demás, no es la primera vez que adopta posiciones contradictorias respecto de la relación con Chile, por cuanto ya lo hizo a propósito del tratamiento de las Convenciones de Lima. Por eso, me parece que la Corporación, de manera unánime, debe reflejar en este sentido su malestar, rechazo y repudio a una actitud tan poco delicada como ésta.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra el Diputado señor Longton.

El señor LONGTON.- Señora Presidenta, ya no es necesario, porque el Diputado señor Pizarro me ha interpretado plenamente. 

La Cámara debería aprobar esta declaración por unanimidad para manifestar su rechazo a la poca deferencia que ha tenido el Congreso peruano de mezclar situaciones distintas, ya que ha utilizado una visita del Presidente de la Cámara de Diputados de Chile para una cuestión ajena al Poder Legislativo peruano.

Por lo tanto, en el entendido de que estamos en la razón, pedimos la unanimidad de esta Cámara para aprobar la resolución de la Comisión de Relaciones Exteriores.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra el Diputado señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señora Presidenta, seré muy breve.

Yo no voy a dar la unanimidad. No estoy de acuerdo con esta expresión de dolido lirismo diplomático. Lo que corresponde en una circunstancia como ésta es un silencio digno.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra el Diputado señor Salvador Urrutia.

El señor URRUTIA (don Salvador).- Señora Presidenta, quiero dejar constancia en esta Sala que comparto plenamente el texto que leyó el Diputado señor Dupré, porque considero necesario que los diputados de Chile hagan saber a sus pares de Perú cuánto nos ha molestado y cuán peligroso es tomar el camino de suspender, en forma intempestiva, una invitación programada con mucha anticipación.

A mi juicio, es preciso que los miembros de esta Cámara dejemos en claro que estamos por la integración y trabajaremos siempre por ella, y que esta declaración apunta a fortalecer la posición de aquellos colegas peruanos que están por el mismo objetivo.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra el Diputado señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señora Presidenta, quiero plantear dos cosas. 

Respecto del fondo, comparto la declaración del Diputado señor Dupré. En relación con la forma, creo que se ha cometido un error, porque la resolución de la Cámara no puede ir directamente a la Embajada del Perú, sino que se debe oficiar a través del Ministerio de Relaciones Exteriores.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra el Diputado señor Ramón Pérez.

El señor PÉREZ (don Ramón).- Señora Presidenta, es tradicional que en el norte las autoridades de Arica y de Tacna se reúnan todos los años. Sin embargo, este año, en una actitud que se suma a las denunciadas, el gobierno peruano ha dispuesto que esa reunión no se efectúe como reclamación por el asunto del Chinchorro.

Considero que es el momento apropiado para enviar esta declaración al Parlamento peruano.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra el Diputado señor Caminondo sobre el mismo punto.

El señor CAMINONDO.- Señora Presidenta, creo que no es el momento de guardar silencio, porque el que calla, otorga. Debemos aprobar por unanimidad la declaración de repudio por la ofensa que se nos ha inferido.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Si le parece a la Sala, se aprobará la proposición de la Comisión de Relaciones Exteriores con el voto en contra del Diputado señor Ávila.

Aprobada.

 

COMUNICADO CONJUNTO SOBRE EL DIÁLOGO INTERPARLAMENTARIO ENTRE LA UNIÓN EUROPEA Y CHILE.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Sobre otra materia, tiene la palabra el Diputado señor Dupré.

El señor DUPRÉ.- Señora Presidenta, quiero llamar la atención de la Sala respecto de la solicitud de la Comisión de Relaciones Exteriores -que aparece en la Cuenta- en el sentido de que la Cámara de Diputados apruebe el comunicado conjunto sobre el diálogo interparlamentario entre la Unión Europea y Chile.

Daré lectura al comunicado conjunto que, como consecuencia de las facultades que entregó la Corporación a la Comisión de Relaciones Exteriores, se puso en conocimiento de la opinión pública luego de la sesión celebrada en el Palacio Ariztía, el 30 de octubre de 1997, entre la delegación del Parlamento Europeo y parlamentarios chilenos.

Dice lo siguiente:

"En un espíritu de fraternidad parlamentaria, ambas delegaciones analizaron las modalidades para proceder a institucionalizar un mecanismo de diálogo interparlamentario destinado a apoyar el proceso de fortalecimiento de las relaciones entre Chile y la Unión Europea, conforme con lo señalado en el anexo II del Acuerdo Marco de Cooperación suscrito en Florencia en junio de 1996. A tales efectos, las partes convinieron el siguiente texto, el que será suscrito durante una visita que una delegación del Congreso Nacional de Chile realizará a comienzos de 1998 al Parlamento Europeo.

"El Presidente de la Cámara de Diputados y el Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado de Chile, y la Presidenta de la Delegación para las Relaciones con los Países de América del Sur y el Mercosur del Parlamento Europeo, atendiendo al patrimonio histórico y cultural que une a sus pueblos y con el propósito de apoyar el proceso de fortalecimiento de las relaciones entre Chile y la Comunidad Europea y sus Estados miembros;

"Compartiendo los principios de la democracia representativa como única forma de gobierno que garantiza el Estado de Derecho, el respeto de los derechos humanos y las libertades individuales;

"Interesados en fortalecer los esfuerzos de sus respectivos países para consolidar la paz y la seguridad internacionales conforme con los principios consagrados en la Carta de Naciones Unidas;

"Manifestando su interés por promover relaciones privilegiadas entre sus sociedades, para afianzar procesos de desarrollo sostenible en los que la preservación del medio ambiente constituya una prioridad impostergable;

"Convencidos de que sólo un sistema económico inspirado en la solidaridad puede garantizar la igualdad de oportunidades entre sus ciudadanos;

"Compartiendo el interés por promover el desarrollo social con equidad y justicia en un ambiente de solidaridad entre todos los actores sociales;

"Persuadidos de la necesidad de otorgar una atención preferente a todas las iniciativas orientadas a fortalecer los intercambios entre sus pueblos en los ámbitos de la cultura, la educación, la ciencia y la tecnología;

"Reiterando su interés por fortalecer el diálogo interparlamentario a través de mecanismos que consensualmente se determinen entre el Parlamento Europeo y el Congreso Nacional de Chile;

"Reconociendo el apoyo que el Parlamento Europeo ha otorgado en el pasado reciente al proceso de transición democrática en Chile, conforme a su tradición histórica;

"Destacando el respaldo decidido que tanto el Parlamento Europeo como el Congreso Nacional de Chile han brindado al desarrollo de mecanismos destinados a avanzar en el establecimiento de un nuevo espacio de relaciones entre la Unión Europea y Chile, a través de la negociación, suscripción y aplicación del Acuerdo Marco de Cooperación entre la Comunidad Europea, sus Estados miembros y Chile, suscrito en Florencia, en junio de 1996;

"Resuelven:

"Ratificar el compromiso de institucionalizar el diálogo interparlamentario contemplado en la Declaración Anexa al Acuerdo Marco de Cooperación entre la Comunidad Europea, sus Estados miembros y Chile.

"Iniciar este diálogo en reuniones institucionalizadas regulares, en principio anuales, de manera alternada en la Unión Europea y en Chile, entre las respectivas delegaciones del Parlamento Europeo y el Congreso Nacional de Chile.

"Contribuir con este diálogo a mejorar el nivel de comprensión mutua de las realidades existentes en ambas partes;

"Impulsar, a través de sus recomendaciones, los trabajos que el Gobierno de Chile y la Comisión Europea realizan con vistas a alcanzar el objetivo final establecido en el Acuerdo Marco de Cooperación suscrito en Florencia en junio de 1996, esto es, el establecimiento de una Asociación Política y Económica entre la Comunidad Europea, sus Estados miembros y Chile, realizando un análisis y seguimiento de dicho instrumento;

"Abarcar en este diálogo todas las materias de interés común y, en particular, aquéllas contenidas en el citado Acuerdo Marco de Cooperación;

"Las partes estudiarán de común acuerdo la posibilidad de establecer un vínculo entre este diálogo y otros mecanismos de diálogo interparlamentario que el Parlamento Europeo o el Congreso Nacional tengan con otros actores regionales."

En virtud de esto, la Comisión de Relaciones Exteriores propone:

1. Que la honorable Cámara preste su aprobación al referido comunicado conjunto, especialmente al compromiso que en él se establece en orden a iniciar el diálogo interparlamentario Unión Europea-Chile, mediante reuniones institucionalizadas, regulares y alternadas, entre delegaciones de ambos Parlamentos.

2. Transmitir este comunicado conjunto al honorable Senado para los fines de su participación en el referido diálogo.

3. Proponer que la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana continúe con las negociaciones para establecer la institucionalización definitiva de este diálogo interparlamentario, y

4. Designar al diputado que habla para informar estos acuerdos a la honorable Corporación.

Gracias.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Si le parece a la Sala, se aprobará la proposición de la Comisión de Relaciones Exteriores.

Aprobada.

-o-

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Sobre la Cuenta, tiene la palabra el Diputado señor Rubén Gajardo.

El señor GAJARDO.- Señora Presidenta, en la Cuenta figura un Mensaje del Presidente de la República sobre el proyecto que crea los tribunales de familia, el cual será enviado a las Comisiones de Familia y de Hacienda. Me parece que por su naturaleza debe quedar radicado en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. Se trata de una ley orgánica constitucional relativa al Poder Judicial que, a mayor abundamiento, debe contar con la opinión de la Corte Suprema.

En consecuencia, solicito que su Señoría recabe el acuerdo de la Sala para cambiar la tramitación del proyecto y radicarlo en la Comisión de Constitución.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Honorable Sala, quiero aclarar que en la Cuenta que tienen a la vista hubo una omisión, pero el señor Prosecretario leyó en forma correcta la decisión de la Mesa, en el sentido de remitir el proyecto, hasta el 30 de diciembre, a la Comisión de Familia; luego, a la de Constitución y, en lo que le compete, a la de Hacienda.

Tiene la palabra el Diputado señor Paya.

El señor PAYA.- Señora Presidenta, en el primer lugar de Fácil Despacho aparece el informe de la Comisión Mixta recaído sobre el proyecto de ley que moderniza el sector portuario estatal.

Como temo que no se alcanzará a reunir el quórum necesario al término de su tratamiento, sugiero que su Señoría recabe la unanimidad de la Sala, o bien cite a una reunión de Comités, a fin de postergar la votación de las proposiciones de esa Comisión hasta el final del Orden del Día.

He dicho

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Agradezco su observación, Diputado señor Paya, pero debo decirle que el informe de la Comisión Mixta no ha llegado todavía a conocimiento de la Mesa de la Corporación.

Tiene la palabra el Diputado señor Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señora Presidenta, ayer formé parte de la Comisión Mixta que analizó el proyecto relativo a Emporchi. Los cuatro diputados y tres senadores presentes acordamos, por unanimidad, la supresión de sólo dos líneas del inciso cuarto del artículo 4º transitorio, nuevo. Entonces, ¿es necesario esperar la llegada de ese informe?

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Así es, señor diputado, porque la Mesa no tiene conocimiento de ese acuerdo de la Comisión Mixta.

El señor ORTIZ.- Señora Presidenta, solicito que fije la hora de votación, porque varios de nosotros debemos integrar la Comisión Mixta de Presupuestos en el Senado.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Señor diputado, todos los proyectos que se traten hoy se votarán al término del Orden del Día, aproximadamente a las 13 ó 13.20 horas.

Tiene la palabra el Diputado señor Galilea.

El señor GALILEA.- Señora Presidenta, quiero dejar constancia de que la Comisión Especial Mixta de Presupuestos funcionará simultáneamente con esta sesión, por lo que muchos de los parlamentarios presentes vamos a tener que ausentarnos.

Señalo este hecho para los efectos de los quórum y también para que su Señoría tenga a bien ordenar que nos avisen cuando se produzca una votación importante.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Así se hará, señor diputado.

AUTORIZACIÓN A COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL PARA SESIONAR EN FORMA SIMULTÁNEA CON LA SALA.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Solicito el acuerdo para autorizar a la Comisión de Defensa Nacional para sesionar en forma simultánea con la Sala, a partir de las 11 horas.

Acordado.

V. FÁCIL DESPACHO

ACUERDO ENTRE CHILE Y PORTUGAL SOBRE FRANQUICIAS A FAMILIARES DE PERSONAL DIPLOMÁTICO. Segundo trámite constitucional.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- En Fácil Despacho, corresponde analizar el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, referente al convenio suscrito entre Chile y Portugal que autoriza a los familiares dependientes del personal diplomático, consular, administrativo y técnico de las misiones diplomáticas y consulares acreditadas en ambos países, para desarrollar actividades remuneradas en el Estado receptor.

Diputado informante de la Comisión de Relaciones Exteriores es el Diputado señor Jorge Pizarro.

Antecedentes:

-Proyecto del Senado, boletín Nº 1731-10 (S), sesión 21ª, en 16 de julio de 1997. Documentos de la Cuenta Nº 18. 

-Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, sesión 27ª, en 5 de agosto de 1997. Documentos de la Cuenta Nº 18.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra el señor diputado informante.

El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, en representación de la Comisión de Relaciones Exteriores, me corresponde informar a la honorable Cámara sobre el proyecto de acuerdo relativo al acuerdo internacional celebrado entre Chile y Portugal que autoriza a los familiares dependientes del personal diplomático, consular, administrativo y técnico de las misiones diplomáticas o consulares acreditadas en ambos países para desarrollar actividades remuneradas en el Estado receptor.

Su Señoría y los colegas recordarán que en otras oportunidades hemos suscrito varios acuerdos internacionales sobre la materia con Argentina, Brasil, Canadá, Costa Rica, El Salvador, Ecuador, Estados Unidos de América, Hungría, Países Bajos, Panamá, Polonia, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, Suecia, Uruguay y Venezuela, los cuales han sido aprobados por esta Corporación.

La finalidad de estos acuerdos, desde el punto de vista jurídico, es liberar a los familiares del personal de las misiones diplomáticas y consulares de las inmunidades que les otorgan las Convenciones de Viena respectivas, dejándolos en el ejercicio de su trabajo sujetos al derecho común, con lo que se facilita su contratación en los Estados receptores.

Con tal propósito, se dispone que los familiares del personal diplomático o consular que podrán se autorizados a trabajar serán la cónyuge o el cónyuge y los hijos solteros dependientes, menores de 21 años o menores de 25, que cursen estudios en instituciones de educación superior, y los solteros dependientes con alguna incapacidad física o mental, sin que ello importe reconocimiento de títulos obtenidos en el extranjero, o de títulos, grados o estudios entre los dos países.

Para estos efectos, el familiar autorizado a trabajar no gozará de inmunidad de jurisdicción civil ni administrativa en las acciones deducidas en su contra por los actos o contratos relacionados con el desempeño de su actividad remunerada y quedará sujeto a la legislación tributaria y de seguridad social que se aplique en la respectiva actividad laboral del país, en este caso en la República de Portugal.

Finalmente, el convenio establece que las autorizaciones serán otorgadas por los respectivos Ministerios de Relaciones Exteriores.

Este acuerdo internacional fue aprobado por unanimidad en la Comisión y proponemos que la Corporación lo apruebe en los mismos términos en que ya lo hizo el Senado, con lo cual sería ratificado por el Congreso en su totalidad.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

-Queda pendiente la votación.

ACUERDO ENTRE CHILE Y FRANCIA SOBRE READMISIÓN DE PERSONAS EN SITUACIÓN IRREGULAR. Primer trámite constitucional.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo entre los Gobiernos de Chile y de la República de Francia, relativo a readmisión de personas en situación irregular.

Diputado informante de la Comisión de Relaciones Exteriores es el señor Pizarro.

 

Antecedentes:

-Mensaje, boletín Nº 1670-10, sesión 25ª, en 8 de agosto de 1995. Documentos de la Cuenta Nº 1.

-Informe de la Comisión de RR.EE., sesión 1ª, en 30 de septiembre de 1997. Documentos de la Cuenta Nº 17.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).-Tiene la palabra el señor diputado informante.

El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, en nombre de la Comisión de Relaciones Exteriores informo sobre el proyecto que aprueba el acuerdo entre los Gobiernos de Chile y de Francia, relativo a la readmisión de personas en situación irregular, suscrito en Santiago, el 23 de julio de 1995.

Este acuerdo internacional tiene por objeto garantizar una mejor aplicación de las disposiciones nacionales sobre la circulación de personas y, además, desarrollar la cooperación política entre Chile y Francia en el combate de la inmigración irregular, para lo cual se norma la readmisión de nacionales de las partes contratantes, la readmisión de nacionales de terceros Estados y el tránsito por expulsión.

Este nuevo tratado bilateral chileno-francés se suma a los que, en los últimos años, han suscrito los Gobiernos de Chile y de la República Francesa, entre los cuales cabe consignar dos convenios: uno, relativo a la creación de centros culturales en las ciudades capitales del otro país, y el otro, al establecimiento de las bases para el desarrollo de la coproducción cinematográfica.

Además, hay dos convenios más: de cooperación en materia de turismo y de promoción y protección recíproca de inversiones, extraordinariamente beneficiosos para nues-tro país.

¿Cuáles son los compromisos principales que contraen los gobiernos de Chile y de Francia en este acuerdo?

1º El de readmitir en su territorio a sus nacionales expulsados del territorio de la otra parte por no cumplir o haber dejado de cumplir con los requisitos de ingreso o de permanencia.

2º El de aceptar que la cédula de identidad, el pasaporte o cualquier documento de viaje o la cédula de registro consular, vigentes, son documentos que acreditan la nacionalidad de la persona expulsada y que tales documentos y la autorización de permanencia, entre otros documentos, vencidos, permitirán presumir la nacionalidad.

3º El de extender, por intermedio de la autoridad consular correspondiente, un salvoconducto que autorice la salida de la persona cuya nacionalidad se presume en virtud de los documentos vencidos ya señalados. En caso de duda acerca de la procedencia de la presunción, la autoridad consular se entrevistará con la persona afectada y si por este medio queda establecida la nacionalidad, la referida autoridad deberá extender de inmediato el salvoconducto respectivo.

4º El de sufragar los gastos de transporte de la persona afectada hasta la frontera de la parte requerida para su readmisión.

5º El de readmitir a los nacionales de terceros Estados cuando éstos hayan ingresado al territorio de la parte requirente con una visa o una autorización de permanencia extendida por la parte requerida y que se encuentre vigente.

6º El de readmitir a los nacionales de terceros países cuando luego de verificaciones posteriores a su expulsión se comprobare que no se cumplen respecto de ellos las condiciones para la adopción de tal medida.

7º El de autorizar el ingreso y tránsito por vía aérea en su territorio de nacionales de un tercer Estado que hayan sido objeto de una medida de expulsión por la parte requirente, la que deberá asumir la responsabilidad de la continuación del viaje del extranjero hacia su país de destino y se hará cargo nuevamente de él si, por cualquier motivo, la medida de expulsión no pudiere llevarse a cabo.

La parte requirente deberá garantizar que el expulsado esté en posesión de un pasaje aéreo hasta el país de destino.

El tránsito por expulsión podrá ser denegado si el extranjero estuviere expuesto en el Estado de destino a persecuciones raciales, religiosas, de nacionalidad, sociales o políticas, o si el expulsado corre el riesgo de ser acusado o condenado ante un tribunal penal en dicho Estado por hechos ocurridos antes del tránsito.

Consultado por la Comisión de Relaciones Exteriores, el Ministerio del Interior, organismo que tiene que ver con este tipo de situaciones, sobre los alcances de este instrumento, opinó que no advierte inconvenientes en la aplicación de un acuerdo de esta naturaleza. Por lo demás, señaló que no se puede negar la reentrada al país de chilenos, salvo que se hayan nacionalizado extranjeros -lo que hace que pierdan su nacionalidad chilena- y se encuentren comprendidos en una causal de impedimento de ingreso.

El Ministerio estimó conveniente precisar qué ha de entenderse por la expresión "Las autoridades competentes de las Partes Contratantes", para los efectos de transmitir la solicitud de tránsito por expulsión regulada en el artículo 9º del acuerdo.

Al analizar la observación del Ministerio del Interior, la Comisión estimó que podrá ser salvada durante la vigencia del acuerdo mediante el intercambio de notas, sin necesidad de nuevo trámite parlamentario.

Finalmente, quiero hacer presente que sus disposiciones son armónicas con el decreto ley Nº 1.094, de 1975, que establece normas sobre extranjeros en Chile, particularmente las de su título II, relativas a las infracciones, sanciones y recursos aplicables en los casos de ingreso o permanencia ilegal de extranjeros en el país.

El honorable Senado y nuestra Comisión aprobaron por unanimidad el proyecto, por lo cual solicitamos a la honorable Cámara que también lo apruebe así, como corresponde.

He dicho. 

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra el Diputado señor Sota. 

El señor SOTA.- Señora Presidenta, son bien conocidos los vínculos que tengo con el país que me acogió durante mi largo exilio. Además, soy Presidente de la Comisión parlamentaria chileno-francesa. Por eso, me interesa formular unas preguntas al diputado informante. 

¿Ha habido situaciones que hayan dado pie a la necesidad de un acuerdo como el que se nos propone? ¿En la Comisión hubo alguna noticia al respecto? El texto es absolutamente lógico; pero, suscrito en 1995, se puede pensar que antes de esa época acaecieron hechos que hicieron necesaria su firma. 

Por lo menos, como exiliado en Francia, nunca supe de chilenos que debieron ser expulsados de ese país por no tener documentos o por cualquier otro motivo de los que se consideran en el acuerdo.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra el Diputado señor Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO.- Señora Presidenta, en la misma línea del Diputado señor Sota, entiendo que el convenio beneficia a los chilenos que, por diversos motivos, se encuentran en una situación de ilegalidad en la República francesa. Eso puede ser por personas que en su momento escaparon de Chile por motivos políticos y que no obtuvieron el permiso de permanencia o la calificación de exiliado; por estudiantes que con posterioridad a esos acontecimientos fueron a Francia con visa de turista y se quedaron para continuar sus estudios, o por familiares de exiliados que han ido en busca de mejores horizontes de vida y que no tienen permiso de permanencia o de trabajo. 

De todos modos, el convenio nos beneficia, porque son muchos más los chilenos que se encuentran en Francia -además, ahora es bastante rigurosa la política del Gobierno francés respecto de la inmigración ilegal- que los franceses que se encuentran en Chile en situación de irregularidad.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra el Diputado señor Carlos Dupré.

El señor DUPRÉ.- Señora Presidenta, sin perjuicio de la explicación que dará el diputado informante, quiero indicar que en Francia, a partir de 1991 ó 1992, ha habido una serie de modificaciones -como el Diputado señor Sota lo sabe- a las leyes sobre migración e inmigración. Naturalmente, produjeron un cambio bastante profundo en relación con las exigencias a los extranjeros que desean permanecer en ese país, lo cual afectó a ciudadanos de varios países. 

En este caso, a través del embajador, hicimos un gran esfuerzo para tratar de regularizar la situación que, eventualmente, pudiera darse -tal como dice el señor Viera-Gallo-, de chilenos que habiendo dado cumplimiento a las normativas anteriores, tuviesen una permanencia irregular a partir de las reformas sancionadas desde 1991 en adelante.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, la información entregada por los colegas señores Dupré y Viera-Gallo aclara el sentido del convenio. Justamente, busca corregir o ayudar a solucionar la situación de chilenos que viven en Francia derivada de los cambios en la legislación de ese país.

En los últimos años, la Comisión no ha conocido ningún caso en particular; pero se sabe que durante las décadas del 70 y del 80 se produjeron muchos por persecuciones políticas o de otro tipo que podrían afectar a connacionales, como lo planteó el Diputado señor Sota. 

Se busca mejorar la situación en que se puedan encontrar connacionales por el no cumplimiento de los requisitos exigidos por Francia, cuya legislación es cada vez más rígida, y permitir su reingreso a nuestro país.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra el Diputado señor Vicente Sota.

El señor SOTA.- Señora Presidenta, las explicaciones dadas por los Diputados señores Viera-Gallo, Dupré y Pizarro satisfacen mis inquietudes al respecto. Por lo tanto, votaré favorablemente el proyecto de acuerdo.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

-Queda pendiente la votación.

MEMORÁNDUM DE ENTENDIMIENTO SOBRE COOPERACIÓN CULTURAL Y CIENTÍFICA ENTRE CHILE Y POLONIA. Segundo trámite constitucional.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- A continuación, corresponde tratar el proyecto de acuerdo relativo al memorándum de entendimiento sobre cooperación cultural y científica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Polonia.

Diputado informante de la Comisión de Relaciones Exteriores es el señor Arturo Longton.

 

Antecedentes:

-Proyecto del Senado, boletín Nº 1690-10 (S), sesión 21ª, en 16 de julio de 1997. Documentos de la Cuenta Nº 15.

-Informe de la Comisión de RR.EE., sesión 27ª, en 5 de agosto de 1997. Documentos de la Cuenta Nº 17.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra el Diputado señor Longton.

El señor LONGTON.- Señora Presidenta, el proyecto de acuerdo se refiere al tratado internacional denominado "memorán-dum de entendimiento sobre cooperación cultural y científica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Polonia", suscrito en Varsovia, el 5 de julio de 1995.

Su objeto principal es desarrollar la cooperación cultural y científica entre ambos Estados, sobre la base de los principios de mutuo entendimiento, respeto a la soberanía y no intromisión en los asuntos internos de otros Estados.

Cabe recordar que la honorable Cámara ha sancionado recientemente un convenio sobre promoción y protección recíproca de inversiones entre ambos países, y un acuerdo que permite a familiares de personal acreditado en las respectivas misiones diplomáticas y consulares desempeñar actividades remuneradas en el Estado receptor.

Asimismo, nuestro país ha celebrado convenios de cooperación cultural y científica con diversos países, todos suscritos en la forma de tratados marco, y cuyas disposiciones, de un contenido esencialmente programático, se limitan a definir los grandes lineamientos de la cooperación que los gobiernos proyectan desarrollar durante su vigencia.

Ahora, fundamentalmente, se establecen mecanismos y modalidades de cooperación que permitan estrechar las relaciones bilaterales en los campos de la cultura, arte, ciencia, educación, radio, televisión y deportes.

Los gobiernos contraen, entre otros, los siguientes compromisos: intercambiar delegaciones culturales, científicas, educacionales, de artistas y grupos artísticos; organizar exposiciones culturales y artísticas; intercambiar y difundir películas de largo y corto metraje, incluidos documentales de carácter artístico y científico; intercambiar obras musicales y otras obras artísticas emitidas en los marcos de las audiciones radiales y televisivas, así como presentadas en las salas de conciertos y teatrales.

En el campo de la ciencia, apoyarán y fortalecerán la cooperación bilateral, particularmente mediante el intercambio de científicos y de documentación, informaciones y publicaciones científicas y técnicas; prestarán su apoyo a la cooperación científico-técnica y propiciarán el establecimiento de una cooperación directa entre las escuelas superiores y centros científicos; apoyarán el desarrollo de la cooperación en el campo del deporte y de la cultura física.

Por último, se contempla acordar programas de ejecución, en los que se determinarán el monto de las becas, los campos y condiciones financieras correspondientes.

Es importante señalar que el convenio no compromete a las partes a otorgar franquicias tributarias o de otro orden en favor de la cooperación.

Por todo lo expuesto, la Comisión propone aprobar el proyecto de acuerdo en los mismos términos en que lo hizo el honorable Senado.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate. 

-Queda pendiente la votación.

 

VI. ORDEN DEL DÍA

PROTECCIÓN DE LA VIDA PRIVADA. Segundo trámite constitucional.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- En el Orden del Día, corresponde conocer el segundo informe del proyecto de ley, iniciado en moción, sobre protección de la vida privada.

Diputado informante de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia es el señor Viera-Gallo.

Antecedente:

-Segundo Informe de la Comisión de Constitución, sesión 39ª, en 8 de septiembre de 1997. Documentos de la Cuenta Nº 7.

El señor VIERA-GALLO.- Señora Presidenta, el proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Cantuarias, llena un vacío legal de enorme importancia en nuestro país, pues no existe una protección adecuada, legal, respecto del almacenamiento, procesamiento y transmisión de los datos personales. Esto llevó a que esta Cámara diera su sanción en general a este proyecto prácticamente por unanimidad.

El proyecto volvió a la Comisión, la cual lo perfeccionó introduciéndole una serie de modificaciones, porque se trata de una ley marco de enorme importancia que tendrá efectos en la vida económica -por ejemplo, en lo que se refiere a los datos médicos, judiciales- y, en general, en una serie de ámbitos de la vida de los ciudadanos que hoy carecen de una reglamentación adecuada o la tienen dispersa y contradictoria.

En cuanto a las modificaciones introducidas al texto aprobado por el Senado, cabe precisar, en primer lugar, que el bien jurídico protegido en este proyecto es lo que se denomina la autodeterminación informática de las personas, es decir, la protección a su vida privada e íntima respecto de la necesidad de que se cuente con alguna reglamentación para que terceros, sean el Estado, privados o empresas, no puedan introducirse en el almacenamiento, recolección, procesamiento y transmisión de datos personales.

El resguardo de la intimidad y de la privacidad está consagrado en la Constitución Política y en los principios generales del derecho nacional e internacional, y ha sido precisado por la Corte Suprema de Estados Unidos, por la Corte Constitucional Alemana y muy claramente en la convención de 1981, de la Comunidad Europea, sobre esta materia. Todos los países europeos, Estados Unidos y prácticamente todos los de América cuentan con una legislación similar o análoga a la que hoy estamos estudiando.

¿Cuáles son los principios generales? Existe la mayor y total libertad para procesar, almacenar y transmitir, mediante sistemas electrónicos, cualquier dato que no sea de carácter personal, como datos históricos, científicos, fácticos, etcétera. Pero cuando hablamos de datos personales, es decir, que tienen que ver con la vida íntima o privada de las personas, se genera una reglamentación.

En primer lugar, para que ello sea posible se requiere una autorización expresa de la ley, que autorice a un organismo público para recolectar esos datos en el ámbito de su competencia; por ejemplo, el Servicio de Impuestos Internos, los datos tributarios; el Registro Electoral, los electorales; el Ministerio de Salud, los sanitarios. Un organismo público no podría recopilar datos personales que excedan el ámbito de su competencia, como si el Servicio de Impuestos Internos recolectara datos electorales o el Ministerio de Salud obtuviera información tributaria. Sólo podrán almacenar esos datos cuando haya una autorización legal expresa y en el ámbito que les es propio, según lo establece el artículo 6º del proyecto.

En el caso de los privados, en especial de las empresas que se dedican a estas actividades, se requiere una autorización expresa del afectado, la cual debe darse por escrito. Es decir, un tercero no puede recolectar, almacenar, procesar, transmitir ni comercializar datos de las personas si no hay una autorización expresa del afectado.

Por ejemplo, si un estudiante se inscribe en una universidad, al firmar el contrato está entregando una serie de datos personales y autorizando por escrito y en forma expresa a que esa universidad mantenga y procese datos que tienen que ver con su persona.

Si un enfermo ingresa a un hospital o a una clínica y firma un contrato, en ese mismo momento está autorizando a ese centro hospitalario para que haga uso del almacenamiento y procesamiento de sus datos personales.

Si una persona obtiene una tarjeta de crédito en una casa comercial, al firmar el convenio o el contrato, está autorizando el tipo de datos que puede tener esa casa comercial respecto de ella; lo mismo es válido respecto de un banco, etcétera. Pero, independientemente de esa convención explícita y por escrito, un tercero no podría procesar, almacenar y distribuir datos personales. Esto es de gran importancia para una serie de casos que hoy se encuentran en total falta de protección.

Quizás el área menos protegida y más sensible sea el área de la salud. En la actualidad si una persona se hace un examen médico en un laboratorio, éste puede transmitirse fácilmente a un hospital, a la Isapre y, finalmente, a la Superintendencia de Isapres, y al final circulan en la vía pública los datos médicos de una persona, lo cual es extremadamente grave y algo que no ocurre en ningún otro país, porque se presta para todo tipo de abusos por parte de terceros, ya que pueden cancelar contratos de trabajo al imponerse de que el empleado o trabajador adolece de alguna enfermedad. Hoy no existe ningún resguardo para la privacidad de los datos médicos.

Esta iniciativa establece que se requiere la autorización expresa y por escrito del afectado -la que puede revocarse cuando la persona lo estime del caso-, pero con algunas excepciones que me parece oportuno detallar.

En primer lugar, el proyecto dispone que los datos económicos que provienen de fuentes públicas pueden ser almacenados y procesados sin la autorización de los afectados, porque su origen es una fuente pública. Por ejemplo, son datos públicos los extractos de sociedades anónimas publicados en el Diario Oficial, los protestos de letras y de cheques del boletín de la Cámara de Comercio, el registro de propiedades del Conservador de Bienes Raíces y el extracto de la declaración de impuestos. Entonces, una empresa privada como Dicom, la más conocida, podría recolectar, almacenar y procesar esos datos siempre y cuando provengan de fuentes públicas. Sin embargo, en el artículo 23 del proyecto se establece una importante limitación al introducir una innovación de gran trascendencia: "Los registros de datos personales no podrán suministrar ni contener información que verse sobre obligaciones impagas de carácter económico, financiero, bancario o comercial, después de transcurridos tres años desde que dichas obligaciones hayan sido canceladas."

El inciso segundo dice: "En todo caso, no pueden proveerse a terceros datos de carácter negativo de una persona identificada o identificable, luego de transcurridos cinco años desde que la respectiva obligación se extinguió por cualquier causa legal."

Esto viene a terminar definitivamente con el llamado archivo histórico de los protestos de letras y de cheques, que perjudica enormemente al afectado y va más allá de toda lógica y justicia. En la actualidad, si a una persona le protestan una letra o un cheque, tal acción queda indeleble e imperecederamente establecida en un archivo histórico, al cual después tienen acceso los bancos. Entonces, aunque la persona haya pagado la letra, el cheque o haya transcurrido el plazo de extinción de la obligación, puede verse afectada por el hecho de que hace tantos años tuvo un problema de esa índole.

En consecuencia, el proyecto pone un límite definitivo a esta situación, con lo cual acogemos un verdadero clamor de tantos ciudadanos afectados que no pueden abrir cuenta corriente en los bancos ni tener una vida comercial y de trabajo adecuada.

Terminar con el archivo histórico es un punto muy importante que todos debemos tener presente.

Por otra parte, no hemos querido tocar el tema relativo a saber si existen datos públicos de carácter económico que, no obstante, debieran tener cierto resguardo. Eso debe ser materia de una discusión mucho mayor y no nos pareció del caso entrar en ese punto. 

Otra excepción al principio de la exigencia de la autorización, consiste en que ella no se requiere cuando haya recolección de los datos públicos de carácter financiero, bancario, comercial o de datos personales contenidos en listados relativos a una categoría de personas, en la medida en que se limiten a indicar la pertenencia del individuo a ese grupo, a señalar su profesión o actividad, sus títulos educacionales, dirección o fecha de nacimiento. Me refiero, claramente, por ejemplo, a la guía de teléfonos. Es un caso típico de un listado que indica ciertas características generales. Tampoco requerirán dicha autorización las asociaciones gremiales que compilen bases de datos personales destinados al uso exclusivo de sus asociados. Es claro que un colegio profesional, un sindicato o un gremio, en ese caso, pueden tener archivos de los datos personales, siempre y cuando sean de carácter muy general. 

Respecto de las encuestas y los estudios de mercado, que también podrían ser considerados como una excepción, el caso está contemplado en el artículo 4º, que dice: "En toda recolección de datos personales que se realice a través de encuestas, estudios de mercado o sondeos de opinión pública u otros instrumentos semejantes, se deberá informar a las personas del carácter obligatorio o facultativo de las respuestas y el propósito para el cual se está solicitando la información. La comunicación de sus resultados debe omitir las señas que puedan permitir la identificación de las personas." Es decir, si hago una encuesta sobre la cantidad de personas que en una región padecen de determinada enfermedad, puedo dar un dato estadístico, pero no de modo tal que esas personas sean identificables después.

Lo mismo vale para las encuestas de carácter político -en esta época muy de moda- o sobre mercado, o sea, para saber si las personas prefieren uno u otro tipo de productos. En ese caso, el anonimato del que responde es muy importante. 

Asimismo, el encuestador debe informar al encuestado de la obligación o no de responder. El principal caso de obligación es cuando se trata del censo, que se practica en el país conforme a la ley. 

Con eso tenemos el corazón de este proyecto: cómo se reglamenta la recolección, el almacenamiento, el tratamiento informático y la transmisión de los datos de carácter personal. 

La transmisión de datos -materia que originó un gran debate en esta Sala cuando se trató el problema de si las casas comerciales debían transmitir a los bancos o a la Superintendencia de Bancos las deudas de los clientes que mantuvieran créditos impagos-, está reglamentada en el artículo 8º del proyecto. 

Lamento enormemente que el Superintendente de Bancos, en su minuto, y el Gobierno, no hubieran incorporado esa materia en este proyecto y no en la ley de bancos, porque aquí la reglamentación adquiere su plena lógica. 

El artículo 8º señala: "El responsable del registro o banco de datos personales podrá establecer un procedimiento automatizado de transmisión, siempre que se cautelen adecuadamente los derechos de las personas involucradas y la transmisión guarde relación con las tareas y finalidades de los organismos participantes. 

"Frente a un requerimiento de datos personales mediante una red electrónica legalmente constituida, deberá dejarse constancia de: 

a) La individualización del requirente; 

b) El motivo y el propósito del requerimiento, y 

c) El tipo de datos que se transmiten. 

"La admisibilidad del requerimiento será evaluada por la instancia almacenadora de los datos -esto es de vital importancia-, pero la responsabilidad por el mismo será de quien haga la petición." 

En consecuencia, si se trata de una casa comercial que recibe un requerimiento del banco, ella puede, autónoma y libremente, decidir si transmite o no el dato, teniendo como referencia el contrato o la autorización que la persona suscribió con la misma. Por ejemplo, al momento de sacar una tarjeta de crédito en Falabella, Almacenes París o Ripley, una persona puede dar su autorización para que la casa comercial, según su saber y entender, pueda transmitir un determinado dato a un tercero, lo que no podría hacer si no existiera autorización previa por escrito de la persona afectada.

A continuación, el mismo artículo establece: "El receptor sólo puede procesar o utilizar los datos personales para el logro de los fines que motivaron la transmisión". Es decir, no puede invocarse un título para obtener la transmisión y después dar una finalidad diferente al dato obtenido. Como es lógico, la única excepción dice relación con los datos personales accesibles al público general.

Creemos que con este principio se resguarda adecuadamente lo que el propio Tribunal Constitucional estableció frente al requerimiento de algunos parlamentarios, en el sentido de que el principio básico que debe resguardarse es la privacidad e intimidad de las personas y que la publicidad de los datos de carácter económico puede llevarse a cabo sólo en función de la transparencia de la información que el mercado requiere para funcionar adecuadamente.

Otro punto de importancia contenido en el proyecto es el recurso llamado hábeas data, contemplado en el artículo 17, en virtud del cual cada persona tiene derecho a pedir al responsable del fichero electrónico una copia gratuita de los datos e información de que disponga respecto de ella. Es decir, todos tenemos derecho a saber qué información poseen de nosotros las personas o entes públicos o privados que mantienen un archivo electrónico de datos personales. Como lo señalan las personas expertas en este tema, se trata de que el individuo tenga información sobre qué y cuánto se sabe de él, por qué y con qué finalidad. ¿Con qué objeto? A fin de que los datos se eliminen cuando no existan fundamentos legales para mantenerlos, se rectifiquen cuando sean erróneos, se actualicen cuando son atrasados o se bloquee su transmisión cuando exista incertidumbre respecto de su veracidad.

En caso de que el responsable del archivo no entregue la copia o no haga las rectificaciones o eliminaciones del caso, cualquiera persona tiene derecho a recurrir al juez de letras respectivo para que ordene judicialmente las respectivas enmiendas.

El hábeas data, que toma su nombre del hábeas corpus -recurso de amparo clásico de la época de Juan sin Tierra-, viene a ser, por analogía, la transposición de éste a la sociedad informática, y equivale a decir "tráiganse ante mí los datos de determinada persona, a fin de saber por qué y bajo qué fundamento legal los tienen".

El artículo 22 establece una excepción, en cuanto a que no se aplicará el hábeas data respecto de los datos personales que han sido almacenados por mandato legal que impida su modificación o cancelación, o cuando se refieran a materias de seguridad pública o estén cubiertos por el secreto, conforme a la ley. Aquí no hemos querido entrar en el complejo mundo de los datos que manejan las policías respecto de delincuentes, y preferimos excluir esta materia, con el objeto de incluirla en otro proyecto de ley, que en su momento fue solicitado al Gobierno por la Comisión de Defensa de la Corporación, a fin de reglamentar los sistemas de inteligencia, no sólo el político, sino también el de carácter policial.

Por último, el proyecto establece delitos y sanciones a quienes no cumplan la ley y, al mismo tiempo, una indemnización por perjuicios. Acogiendo una indicación del Diputado Elgueta, el artículo 27 señala: "El organismo público o privado está obligado a indemnizar el daño que causare por el procesamiento, utilización y divulgación de los datos personales, cuando no se hubieren adoptado todos los resguardos técnicos necesarios para evitar un error en el almacenamiento de los mismos o hubiere habido negligencia en su manejo." Es algo de vital importancia para evitar los perjuicios que se pueden causar.

Si, como esperamos, se aprueba el proyecto -en la Comisión contó con una votación prácticamente unánime-, se estaría dando un paso sustancial en la protección de los datos de las personas. De esa manera, pasaría al Senado en tercer trámite constitucional, y nuestra Corporación habría cumplido en forma cabal con su función de cámara revisora.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra la Diputada señora Martita Wörner.

La señora WÖRNER.- Señora Presidenta, no obstante el completo informe dado por el Diputado señor Viera-Gallo y teniendo presente la importancia del proyecto y el acuciosísimo debate que se produjo en todo momento en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, quiero observar dos cuestiones que es importante que queden absolutamente dilucidadas, para la correcta aplicación de la futura ley.

La primera se refiere al artículo 3º, que señala: 

"Los datos personales sobre comisión de delitos, faltas o infracciones administrativas sólo podrán ser almacenados por los organismos públicos que autoriza la ley.

"No se podrá suministrar la información indicada en el inciso anterior, luego que haya transcurrido el plazo de prescripción de la acción penal o disciplinaria o la prescripción o cumplimiento de la pena."

Quiero detenerme en la responsabilidad que tiene el Servicio de Registro Civil e Identificación según su ley orgánica. El Nº 5 del artículo 4º establece que debe llevar la filiación penal de las personas, la apertura, actualización y custodia de los prontuarios penales e informar de ellos a los afectados y a las autoridades que la ley establece. Por su parte, el Nº 6 de la misma disposición le exige dejar constancia en los registros e inscripciones que lleve y practique conforme a la ley de los hechos y actos jurídicos que los modifiquen, complementen o cancelen.

De manera que el artículo 3º del proyecto se refiere, en parte importante, a una cuestión de recurrencia: cómo se registran las anotaciones, cuánto tiempo de validez tienen; las resoluciones judiciales en los prontuarios penales y, principalmente, en los certificados de antecedentes y anotaciones que, según el decreto supremo Nº 64, de 1960, son de cuatro tipos: para conducir vehículos motorizados, para postular e ingresar a la Administración Pública, municipal, semifiscal, instituciones de administración autónoma, Fuerzas Armadas, Carabineros, Investigaciones y Servicio de Prisiones, para fines particulares y para fines especiales.

Entonces, debo entender que -si no es así, me gustaría que me lo aclarara el diputado informante- en virtud de la aplicación del artículo 3º del proyecto, el Servicio de Registro Civil deberá abstenerse de consignar, de acuerdo con su ley orgánica y con la correcta aplicación del decreto supremo Nº 64, en los distintos certificados de antecedentes que el interesado solicite, información que, de acuerdo con la normativa que hoy estamos por aprobar, han dejado de tener vigencia por haber transcurrido el plazo de prescripción de la acción penal o de la medida disciplinaria consignada en un primer momento.

Hago referencia al tema, porque un problema de permanente ocurrencia que comprobamos en nuestro trabajo distrital es el obstáculo o impedimento que representa para las personas que optan a determinadas ocupaciones, el hecho de haber sido sometidas a proceso y que han sido absueltas o condenadas. Pues bien, esas anotaciones son consignadas en los certificados de antecedentes que solicitan posteriormente, más allá de los plazos de prescripción o de cumplimiento de las condenas.

Deberíamos entender que el Servicio de Registro Civil debe eliminar automáticamente tales anotaciones, una vez cumplida la pena o prescrita la acción o después que se dicte una resolución absolutoria y que esté a firme y ejecutoriada. Sin embargo, eso no ocurre y generalmente se somete a los afectados a un trámite administrativo tedioso y burocrático, que es una verdadera traba, principalmente para obtener ocupación.

En segundo lugar, quiero llamar la atención sobre los derechos de las personas afectadas. El artículo 17 señala textualmente: "Toda persona tiene derecho a exigir a quien sea responsable de un banco que se dedique en forma pública, privada o comercial, al procesamiento automatizado de datos personales, la entrega de toda la información sobre los datos relativos a su persona, su procedencia y destinatario, el propósito del almacenamiento y personas o entes a los cuales sus datos son transmitidos regularmente." Debe entenderse que esto es una entrega gratuita al interesado, lo que hoy no ocurre. Cuando el interesado quiere imponerse sobre sus antecedentes y datos personales contenidos en diversos registros públicos o privados, a cargo de personas que los procesan, almacenan y venden, debe pagar onerosas sumas para obtener esa información. Pues bien, de acuerdo con el artículo 17, el interesado o afectado tiene derecho a exigir la entrega gratuita de una copia de esos registros, a fin de revisarlos, informarse y solicitar su eliminación, corrección o actualización, de acuerdo con sus intereses. Eso es importante que quede consignado en la historia de la ley para la correcta aplicación de dicho artículo.

De manera que me gustaría que el diputado informante me precisara los alcances del artículo 3º, en cuanto a la responsabilidad del Servicio de Registro Civil y, principalmente, a la reglamentación de los prontuarios penales y anotaciones que maneja.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra el Diputado señor Gutenberg Martínez.

El señor MARTÍNEZ (don Gutenberg).- Señora Presidenta, no cabe duda de que en el tráfago de temas y problemas políticos contigentes, probablemente no exista conciencia colectiva respecto de la importancia del proyecto en discusión, que aborda una de las materias centrales del mundo moderno: la reglamentación de los datos personales tratados en bancos de datos.

A mi juicio, es digno de destacar que ésta sea una moción parlamentaria. Su precedente inmediato, la ley Nº 19.223, que tipificó figuras penales relativas a la informática, también tuvo su origen en una moción, lo que demuestra que es posible que abordemos algunas materias de relevancia, a pesar del escaso margen a la iniciativa legislativa que nos entrega la Constitución.

Esta moción, modificada casi íntegramente en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara, recoge este nuevo derecho a la autodeterminación informativa y consagra los principales principios que regulan la materia en la legislación comparada y los derechos de las personas respecto de la información que sobre ellas existe en una base de datos.

Quiero referirme a los principios centrales del proyecto y no a un análisis del mismo, porque ya lo hizo el diputado informante.

I. EL DERECHO A LA AUTODETERMINACIÓN INFORMATIVA

El derecho a la vida privada comprende tres aspectos. En primer lugar, la tranquilidad. Es el derecho que tiene todo ser humano a disponer de momentos de soledad, recogimiento y quietud que le permitan replegarse sobre sí mismo. El segundo de los aspectos que conforman este derecho es la autonomía. Se trata de la libertad que compete a cada individuo para elegir entre las múltiples opciones que se le plantean al hombre en todas las instancias de su existencia, con intromisiones indeseadas que dirijan dicha elección en forma indirecta o encubierta.

El último de los aspectos de la vida privada es el control de la información. Ésta es la faceta más importante de la privacidad en el momento actual, y su defensa, el medio más eficaz para proteger la reserva de la vida privada en todas sus formas. En este aspecto, el derecho de la vida privada se manifiesta en dos direcciones. Por un lado, la posibilidad de mantener ocultos o reservados ciertos aspectos de la vida de una persona. Por el otro, la posibilidad que corresponde a cada individuo de controlar el manejo y la circulación de la información que, sobre su persona, ha sido confiada a un tercero.

El derecho a la vida privada, normalmente, implica el poder jurídico de rechazar intromisiones ilegítimas en la esfera protegida y, correlativamente, a determinar libremente dentro de ella la propia conducta. Es un típico derecho de defensa. Sin embargo, la técnica de la protección de datos es más complicada. Por un lado, combina poderes del individuo frente a terceros (limitaciones, prohibiciones) con diversas garantías instrumentales. Por otro lado, los datos que se protegen no tienen por qué ser íntimos, basta con que sean personales, aunque parezcan inocuos.

Por eso, ha surgido un nuevo derecho implícito derivado de libertades negativas constituidas por la protección del derecho a la vida privada, a la intimidad, a la propia imagen, a la honra de su persona y la de su familia, que emana de la dignidad de la persona y del derecho general de la personalidad, como asimismo, de los valores y principios de igualdad, (no discriminación), verdad, libertad. Éste es el derecho a la autodeterminación informativa.

Este derecho cobra especial relevancia en nuestra sociedad contemporánea, en que el poder no reposa tanto en el ejercicio de las fuerzas físicas, sino más bien en el uso de la información, la que permite influir y controlar las conductas de las personas sin necesidad de recurrir a medios coactivos en muchas ocasiones.

El problema más acuciante que suscita la protección de la intimidad frente a la informática no es tanto el impedir el proceso electrónico de informaciones, que son necesarios para el funcionamiento de cualquier Estado moderno, sino asegurar un uso democrático de la información.

Por eso, el derecho a la autodeterminación informativa surge de la necesidad de control democrático y del derecho al acceso de la información.

En la actualidad, la visión cerrada de la vida privada como inmunidad frente a intromisiones ilegítimas, ha sido complementada por una concepción activa y dinámica, en que la vida privada se contempla como la posibilidad de conocer, acceder y controlar las informaciones que conciernen a cada persona. El derecho a la vida privada se ha trasladado al poder de control sobre las informaciones que son relevantes para cada sujeto. Esta facultad de elección de la persona sobre la revelación o no de informaciones que directamente le conciernen, constituye el núcleo de la autodeterminación informativa en cuanto aspecto básico de la privacidad.

Por eso, ya no se puede configurar el derecho a la vida privada como el derecho a ser dejado en paz, sino como el poder de controlar el uso que otros hagan de las informaciones relativas a un determinado sujeto. Se trata, entonces, de concebir la vida privada no solamente como un derecho garantista de defensa frente a cualquier invasión indebida de la esfera privada, sino, al mismo tiempo, como un derecho activo, de control sobre el flujo de informaciones que afectan a cada sujeto.

Pero la autodeterminación informativa no es sólo un derecho subjetivo, sino también un deber para los poderes públicos. En cuanto derecho subjetivo, permite a su titular controlar la información que sobre él exista en las distintas bases de datos, sean éstas públicas o privadas. Pero este derecho impone también a los poderes públicos y, en especial, al legislador, el deber de adoptar las medidas necesarias para proteger dicho derecho frente a los ataques de terceros, sin contar para ello con la voluntad de sus titulares.

En otras palabras, el derecho a la autodeterminación informativa implica la dictación de leyes sobre el uso y control de las bases de datos de carácter personal.

Es en este contexto, que el Parlamento discute esta ley.

II. PRINCIPIOS DE LA PROTECCIÓN DE DATOS

Ahora bien, los principios que regulan la materia que aborda el proyecto de ley, son los de: consentimiento del afectado; datos especialmente protegidos; calidad de los datos; seguridad; deber de secreto y cesión de los datos.

1. El consentimiento del afectado.

Éste es un principio clave en materia de protección de datos, pues según él, para manejar datos de una persona determinada, se requiere el consentimiento del afectado, con la sola excepción que la ley disponga otra cosa. En efecto, existen excepciones a este principio como, por ejemplo, cuando se recopilan de fuentes accesibles al público, cuando se recopilan para el ejercicio de las funciones propias de la administración o cuando se trata de personas vinculadas por una relación laboral, una relación administrativa o un contrato, y sea necesaria la base de datos para el mantenimiento de las relaciones o para el cumplimiento del contrato.

Como es lógico, el consentimiento opera decisivamente en el momento de la recopilación de los datos. Es lógico, por lo mismo, que se obligue a quien pretenda recoger esa información, a quien desee solicitar datos personales de un ciudadano, a informarle previamente de modo expreso, preciso e inequívoco acerca de la existencia de la base de datos, de la finalidad de la recopilación de éstos y los destinatarios de la información.

2. Los datos especialmente protegidos.

La legislación comparada reconoce la existencia de algunos datos como son la ideología o creencias religiosas, la raza, la salud y la vida sexual, etc., que son objeto de una protección reforzada. Estos "datos sensibles" sólo están disponibles con el consentimiento expreso y por escrito del afectado o mediante una habilitación legal expresa.

Este principio, asumido expresamente por el proyecto, tiene importancia, toda vez que la información financiera privada de cada individuo, aun cuando no constituye un dato sensible, se encuentra resguardada en el proyecto al requerir el consentimiento expreso de la persona natural deudora a ella misma o su mandatario para su entrega.

Este principio lo consagra el artículo 5º del proyecto, en virtud del cual la recolección, almacenamiento, procesamiento y utilización de los datos personales, sólo pueden efectuarse cuando la ley lo autorice o la persona afectada consienta expresamente en ello.

3. La calidad de los datos.

En virtud de este principio, existen limitaciones en cuanto a la forma en que han de ser recogidos, utilizados y conservados tanto por los responsables públicos como por los privados. Consentir ante una solicitud no supone un apoderamiento general, ilimitado e irreversible en favor de quien ha formulado dicha solicitud.

Este principio se manifiesta en la regulación de la equivalencia necesaria de la finalidad perseguida con la información recopilada (los datos de carácter personal sólo pueden recogerse cuando sean adecuados, pertinentes y no excesivos); la autenticidad, precisión y actualidad de los datos; la forma de almacenamiento de los datos; la prohibición de la recopilación de los datos por medios ilícitos, y el derecho al olvido.

4. Seguridad de los datos.

En virtud de este principio, el responsable de su mantención debe aplicar todas aquellas medidas de índole técnica y organizativas necesarias para garantizar la seguridad de los datos de carácter personal evitando su alteración, pérdida, tratamiento o acceso no autorizado, teniendo presente el estado de la tecnología, la naturaleza de los datos almacenados y los riegos a que están expuestos.

5. Deber de secreto.

Existe un deber de secreto que obliga al responsable de la base de datos automatizada y a quienes intervengan de cualquier manera en el tratamiento de los datos de carácter personal. Todos ellos están obligados al secreto profesional respecto de los mismos y al deber de guardarlos, obligación que subsiste aun después de finalizar sus relaciones con el titular del fichero automatizado o, en su caso, con el responsable del mismo.

Este principio lo establece el artículo 11 del proyecto, que dispone que las personas que trabajan en el procesamiento de datos personales, están obligadas a guardar secreto sobre los mismos, obligación que no cesa por haber terminado sus actividades en ese campo.

6. Cesión de datos.

Para el adecuado resguardo de los derechos de la personalidad, resulta esencial la correcta regulación de la cesión de los datos almacenados. El cruce de los datos registrados en diversas bases de datos puede arrojar el perfil personal de un individuo, cuya obtención vulnera los límites de la privacidad. Justamente, para prevenir esta situación, existe el principio del consentimiento.

Los datos de carácter personal objeto del tratamiento automatizado sólo pueden ser cedidos para el cumplimiento de fines directamente relacionados con las funciones legítimas del cedente y del cesionario, con el previo consentimiento del afectado.

Este principio lo regula el artículo 8º del proyecto que exige que el procedimiento automatizado de transmisión debe cautelar adecuadamente los derechos de las personas involucradas y debe guardar relación con las tareas y finalidades de los organismos participantes.

En lo que constituye un avance sustantivo respecto de la legislación comparada vigente en el ámbito latinoamericano, el proyecto prohíbe, en su artículo 24, transmitir datos personales desde países o con destino a países cuya legislación no ofrezca garantías análogas a las que el propio proyecto establece.

III. LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS

El proyecto también consagra los tres derechos clásicos que regulan la autodeterminación informativa: el derecho de la información, el derecho de acceso y el derecho de rectificación y cancelación. Estos derechos permiten la operatividad de los principios generales y no pueden ser, de acuerdo al artículo 20 del proyecto, limitados por medio de ningún acto o convención.

1. El derecho de la información.

Consiste en que cualquier persona tiene derecho a conocer que sus datos son objeto de tratamiento automatizado, la finalidad de los mismos y el responsable de la base.

Este derecho se encuentra consagrado en los artículos 5º y 16 del proyecto. El primero establece que las personas que autoricen la recolección, almacenamiento, procesamiento y utilización de los datos, debe ser debidamente informada respecto del propósito del almacenamiento y su posible comunicación al público. El artículo 16 establece que debe haber un registro de los bancos de datos personales privados, el que llevará la Contraloría General de la República.

2. El derecho de acceso.

Consiste en el derecho que el afectado tiene a solicitar y obtener información de sus datos de carácter personal incluidos en las bases de datos.

Lo consagra el artículo 17 del proyecto. En virtud de éste, toda persona tiene derecho a exigir a quien sea responsable de un banco de datos, la entrega de toda la información sobre los datos relativos a su persona, su procedencia y destinatario, el propósito de su almacenamiento, las personas a las cuales sus datos serán transmitidos regularmente.

3. El derecho de rectificación y cancelación.

El derecho de rectificación tiene por objeto obtener la corrección o integración de aquellos datos que figuren de manera inexacta o incompleta en una base de datos. Está llamado, asimismo, a posibilitar la actualización de la información que se haya visto desfasada. Este derecho lo consagra el artículo 17 del proyecto, en virtud del cual la persona que se sienta perjudicada por la utilización de datos personales erróneos, inexactos, incompletos, caducos, equívocos o atrasados -lo que debe ser acreditado mediante antecedentes fidedignos-, tiene derecho a que se rectifiquen, completen, aclaren o actualicen.

El derecho de cancelación tiene por objeto eliminar de la base de datos aquellos datos personales que ya no deban figurar en él, bien porque nunca debieron ser registrados, bien porque, habiendo sido recogidos legalmente, alguna causa exija su supresión. Este derecho lo consagra el artículo 18 del proyecto, que establece que los datos personales deben ser eliminados o cancelados cuando su almacenamiento carezca de fundamento legal.

No procede la cancelación, sin embargo, cuando pudiese causar un perjuicio a intereses legítimos del afectado o de terceros, o cuando existiese una obligación de conservar los datos. Este criterio lo establece el artículo 22 del proyecto, en virtud del cual no procede la rectificación o la cancelación respecto de aquellos datos que se refieran a materias de seguridad pública o estén cubiertos por el secreto o han sido almacenados por mandato legal que impida su modificación o cancelación.

IV. CONCLUSIÓN.

Este proyecto, iniciado en una moción parlamentaria, se inserta dentro de la regulación relativa a la informática que se inició con la ley que tipificó los delitos en esta materia. Para después queda regular la propiedad de las bases de datos y otros aspectos complementarios de la informática. La gradualidad en esta materia permitirá dar eficacia a la ley.

Mediante este proyecto de ley nuestro país se pone al día con la legislación más moderna del mundo en esta materia, estableciendo las garantías necesarias para el manejo de la información existente en las bases de datos.

La desregulación de la materia, en la actualidad, se ha prestado para innumerables abusos, que este proyecto viene a terminar, pues en vez de poner el énfasis en el titular de la base de datos, lo hace en los derechos que tiene el titular de la información.

Este proyecto no quiere ser un obstáculo frente a la informática, sino busca asegurar un uso democrático de la información. La vida privada, más que una inmunidad frente a intromisiones ilegítimas, debe ser concebida, por los avances de la informática, como la posibilidad de conocer, acceder y controlar las informaciones que conciernen a cada persona.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra el Diputado señor Rubén Gajardo.

El señor GAJARDO.- Señora Presidenta, reconozco la importancia del proyecto pues legisla sobre un tema que en la actualidad no está regulado, lo que genera a las personas involucradas en las bases de datos frecuentes dificultades, sobre todo de carácter económico, comercial y financiero, por el modo en que se maneja la información en el mundo de la actividad económica. Sin embargo, quiero advertir algunos problemas que, a mi juicio, presenta su articulado, y adelanto que para resolverlos, el proyecto debería volver a Comisión.

Mi primera duda se relaciona con los alcances del artículo 3º -tema también planteado por la Diputada señora Wörner- que, básicamente, se refiere a los prontuarios penales. Su inciso segundo señala: "No se podrá suministrar la información indicada en el inciso anterior -es decir, sobre delitos, faltas o infracciones administrativas- luego que haya transcurrido el plazo de prescripción de la acción penal o disciplinaria o la prescripción o cumplimiento de la pena."

Lo primero que quiero plantear es una cuestión de constitucionalidad. Tengo entendido que este artículo es producto de una moción -el diputado informante podría corregirme si no es así-, es decir, no tiene su origen en indicación del Ejecutivo y, a mi modo de ver, se pretende modificar la ley del Servicio de Registro Civil e Identificación, por cuanto -tal como lo señaló la Diputada señora Wörner- las disposiciones legales que lo rigen le entregan la facultad, atribución y obligación de mantener los registros de los prontuarios penales y comunicarlos a los tribunales de justicia, cuando le sean requeridos por éstos.

Esta norma modifica esas disposiciones; es decir, toca a atribuciones y competencia de un servicio público. En tal sentido, de acuerdo con lo establecido en el número 2º del artículo 62 de la Constitución, es materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. Es a él a quien corresponde la iniciativa exclusiva para crear nuevos servicios públicos o empleos rentados, sean fiscales, semifiscales, autónomos, de las empresas del Estado o municipales; suprimirlos y determinar -éste es el punto pertinente- sus funciones o atribuciones. Por lo tanto, hago presente a la Mesa esta inquietud para que se pronuncie sobre la constitucionalidad de la mencionada disposición.

En segundo lugar y en relación con el mismo tema, quiero plantear que aquí no sólo estamos modificando normas sobre información, sino su efecto, por su incidencia en la penalidad que corresponde aplicar a las personas que registran antecedentes penales.

De acuerdo con las normas generales del Código del ramo, los antecedentes penales de una persona sometida a proceso tienen un doble efecto: por una parte, inciden en cuanto a que desvirtúan una posible alegación de atenuante de responsabilidad criminal por irreprochable conducta anterior, y, por otra, constituyen agravante de la pena asignada al delito. Si las condenas o procesamientos que ha tenido una persona no son comunicados al tribunal que está conociendo de una causa criminal, no veo de qué manera éste podrá hacer efectivas las normas del Código Penal en materia de agravación de la responsabilidad por reincidencia.

Es un tema mayor; no de simple información. Estamos por establecer una norma que tiene una influencia determinante en la aplicación de la pena y, en consecuencia, debe ser tratada de manera muy cuidadosa, si es que realmente queremos influir en la penalidad.

Sin duda, es una materia bastante compleja y sensible, porque no sólo está vinculada con la aplicación de la pena, sino también con la rehabilitación del delincuente. En este sentido, creo que debemos abordar la temática del prontuario penal de manera sistemática, con el objeto de, por una parte, velar por que se cumpla la legislación en materia sustantiva respecto de las atenuantes y agravantes, y que se mantenga la información adecuada para que esa normativa se aplique, y, por otra, tomar los resguardos necesarios para que esta situación no sea un obstáculo para aquel que ha sido condenado por algún delito y desea reinsertarse en la sociedad.

Para esta persona, la actual reglamentación existente en materia de prontuarios penales constituye una dificultad y creo -aproximando una cierta generalización del tema- que deberíamos crear un archivo confidencial del Registro Civil e Identificación respecto de los prontuarios penales, cuya información sólo fuera accesible para los tribunales de justicia. Para nadie más, ni siquiera para el propio interesado. Además, deberíamos establecer un mecanismo simple de eliminación de los antecedentes penales para todos los otros fines que no sean aquellos que requiera un juez del crimen para aplicar las normas sobre atenuantes o agravantes.

Es una materia sobre la cual deberíamos legislar en forma sistemática y creo que no es una buena solución la que proponemos en el mencionado artículo 3º. No corresponde que en un importante y valioso proyecto, sobre la marcha, estemos haciendo modificaciones tendientes a corregir en forma apresurada una norma que merece una mayor atención, estudio y solución más integral.

El otro aspecto que me preocupa es el relativo a la eliminación del registro histórico, contenido en el artículo 23 del proyecto. La disposición establece que después de transcurridos tres años de cancelada una obligación, no puede suministrarse ningún antecedente. Pero más adelante, en el inciso segundo, se señala que si la obligación se extinguió por una causal distinta a la de su cancelación, no pueden otorgarse antecedentes luego de transcurridos cinco años. 

La disposición me parece compleja y poco clara, sobre todo su inciso segundo, porque dentro de los modos de extinguir las obligaciones está, por ejemplo, la nulidad. No veo cuál es la razón de mantener por cinco años el registro en lugar de tres, si la obligación se extinguió por la nulidad y no por el pago.

Por otra parte, dentro de los modos de extinguir las obligaciones está la prescripción. ¿Cómo va a operar una persona que lleva el registro o control de datos respecto de la prescripción, cuando sabemos que ésta debe ser alegada y declarada judicialmente? El solo transcurso del tiempo no va a permitir al operador excluir a la persona del registro de datos, puesto que si el fundamento de su exclusión se plantea sobre la base de la prescripción, será necesario que el interesado acredite esa circunstancia, lo que debe hacerse con una resolución judicial que declare la prescripción después de haber sido alegada. 

Por ello, esta norma me parece inoperante y debemos aclararla. Hay que establecer una disposición que realmente sirva, porque tal como está el inciso segundo, no advierto su utilidad.

Un tercer aspecto dice relación con el artículo 25 -ya aprobado, porque no fue objeto de indicaciones-, que sanciona una serie de conductas vinculadas con la recolección, el almacenamiento, el procesamiento, la utilización y la transmisión de datos personales. Cada una de ellas está tipificada como delito, de modo que si alguien incurre en alguna de esas acciones, puede ser sancionado con penas privativas de libertad.

El almacenamiento es un delito continuado, por lo que se está cometiendo todo el tiempo que se tenga almacenada la información. Entiendo que esta norma es aplicable hacia el futuro, pero ¿qué ocurre con los actuales bancos de datos que, en su oportunidad, por falta de una reglamentación que lo impidiera o regulara, fueron recolectados lícitamente?

Al respecto, echo de menos una norma que establezca un plazo para la entrada en vigencia de la ley y permita que los registros de datos existentes que no cumplen con las exigencias de esta normativa, tengan el tiempo necesario para adecuarse y no hacerlos incurrir, el mismo día de su publicación, en un delito si no han destruido los datos recolectados legítimamente.

A mi juicio, estas objeciones ameritan que el proyecto vuelva a la Comisión, con el objeto de superar estos aspectos negativos.

Nuestro deseo es que despachemos el mejor proyecto, por cuanto es urgente regular las situaciones que aborda, pero estos errores debilitan la fuerza de esta legislación.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra el Diputado señor Nelson Ávila.

El señor ÁVILA.- Señora Presidenta, al amparo de la ética neoliberal que está terminando por imponerse en nuestra sociedad, ha surgido un negocio espurio. Es una suerte de chantaje de naturaleza económica. Me refiero a los datos que mantiene Dicom respecto de las personas a quienes se les ha protestado algún documento.

Si el individuo paga lo adecuado, debería quedar extinguida su responsabilidad. Sin embargo, Dicom registra ese hecho y, de no mediar un pago del afectado, esa información se mantendrá como un estigma que perjudica enormemente a quienes desean emprender algún tipo de actividad. ¿Dónde está la disposición legal que faculta a una empresa privada para establecer una pena pecuniaria a alguien que ha infringido algún aspecto de la legislación que regula el uso de un instrumento económico? 

Me gustaría que el diputado informante nos ilustrara sobre si el proyecto en debate, de alguna forma, aborda este problema importante que afecta a mucha gente.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra el Diputado señor Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO.- Señora Presidenta, el proyecto cambia la situación planteada por el Diputado señor Ávila. Si hoy una persona quiere conocer la información que tiene Dicom de cada uno de nosotros, debe pagar dieciséis mil pesos. En este caso, establece que la copia que tiene que dar quien mantiene estos datos debe ser gratuita. Para que la situación no se preste para abusos, se dispone que este derecho se puede ejercer cada doce meses, salvo que la persona demuestre un interés legítimo en el intertanto.

En segundo lugar, si Dicom se negara a entregar la información, se puede recurrir al juez de letras, quien, por medio de un procedimiento rápido, la obliga a entregarla.

En tercer lugar, el proyecto establece que después de transcurridos tres años de pagado la letra o el cheque, esa información debe eliminarse del registro, lo cual debe hacerse sin costo para la persona interesada.

Es decir, la situación planteada por el Diputado señor Nelson Ávila -sentida por mucha gente- estaría perfectamente resuelta en el proyecto.

Lo señalado por el Diputado señor Rubén Gajardo habría que interpretarlo en forma armónica con la disposición del inciso segundo del artículo 3º. 

También lo señaló la Diputada señora Martita Wörner, en orden a que no se podría entender el inciso segundo como una forma de no otorgar facultades a los tribunales para pedir esa información. Es decir, el Registro Civil va a mantener copia de las sentencias condenatorias de las personas. 

Lo que aquí se consagra es que el Registro Civil no lo puede comunicar a terceros, entendidos éstos como privados o entes públicos no autorizados para pedir la información.

Pero, obviamente, los tribunales de justicia están facultados para recabarla y efectuar todas las situaciones señaladas por el Diputado señor Gajardo, que tienen que ver con atenuantes, agravantes o reincidencias.

Si se desea dejar perfectamente claro el punto y no bastare lo que yo he señalado o lo indicado por la Diputada señora Wörner, por la unanimidad de la Sala se podría añadir al final del inciso, después de una coma (,) la siguiente frase: "sin perjuicio de los tribunales de justicia".

Si eso resuelve el problema planteado, se puede usar esa fórmula y no dilatar más el despacho del proyecto.

En cambio, esa información no debería perjudicar al afectado cuando ya ha cumplido la pena o el delito está completamente prescrito, porque la idea es que pueda reinsertarse en la vida social sin ese estigma.

En cuanto a los plazos distintos establecidos en los incisos primero y segundo del artículo 23, de tres y cinco años, debo señalar que uno es más breve cuando se paga la obligación. En el otro caso, la obligación es impaga. Hay negligencia, falta o incumplimiento de un contrato por parte de una persona, en cuyo caso el plazo para que la información circule es más amplio.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra el Diputado señor Juan Antonio Coloma.

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, sin duda, estamos frente a un proyecto que quizás, en otras circunstancias, sería apasionante. 

Desde el punto de vista conceptual, pocas iniciativas parlamentarias pueden tener un efecto más importante en los problemas reales de millones de chilenos. 

Ésta es una iniciativa que indudablemente debería generar un debate público quizás mayor que el planteado, incluso dentro de esta Cámara. 

Es conveniente destacar que estamos llegando, luego de un largo análisis, a la conformación de un articulado bastante consensuado respecto de lo que debe ser la legislación en estas materias. Asimismo, debe valorarse la moción presentada por el Senador señor Cantuarias, que obviamente ha sido bastante mejorada y complementada por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara. Es bueno recordarlo.

Desde el punto de vista general, es una iniciativa fundamental porque busca lo que todos esperamos en cada campo: salvaguardar la intimidad de las personas y no permitir -cuestión de general ocurrencia- que las personas se vean afectadas gravemente en sus derechos fundamentales cuando algunos de sus datos personales, de carácter íntimo, son difundidos o conocidos por otras personas sin su previo consentimiento, y que les ocasionen vergüenza, dolor o menoscabo a su dignidad.

El proyecto busca y logra, a lo menos parcialmente, establecer una definición extraordinariamente importante y llena un vacío legal que ha existido durante una década respecto del tema, en el cual la práctica había reemplazado el mandato de la ley.

Hecha esa salvedad, quiero hacer tres comentarios específicos.

En primer lugar, explicar que esto es apasionante, porque pocas veces hay un conflicto de valores importantes más trascendente que éste.

Se ha hecho cuestión del derecho a la defensa de la intimidad de las personas, que es uno de los más importantes. Pero no se ha mencionado otro, que no deja de ser relevante y que, de alguna manera, es conculcado en beneficio del anterior: el derecho a la transparencia y a la información. Ahí está el tema que señaló el Diputado señor Ávila, respecto del cual me parece conveniente comentar las ópticas desde las cuales se analiza.

Por un lado, hay que defender la intimidad de las personas con fuerza y decisión, porque ahí está la clave de la dignidad humana y, por otro, debe entenderse que hay exigencias en materia de transparencia e información en una sociedad moderna que es necesario cautelar. En mi opinión, no hay nada peor que, por defender la intimidad de las personas a ultranza, se prohíba cualquier información respecto de ellas.

El mejor ejemplo es darnos cuenta de que el tema de la informática lleva sólo 20 ó 25 años. Antes no había acceso a la información, no porque estuviera prohibido, sino que no existía materialmente. 

En las operaciones de crédito se usaba el peor de los sistemas. Era un mundo comercial y económico basado en la amistad, la influencia o capacidad de convencimiento y no en planteamientos objetivos o merecimientos de las personas. Como no había historia, trayectoria, ni capacidad de decir "yo cumplo", porque para estos efectos todos eran iguales, la única forma de discriminar entre dos personas que optaban a un mismo crédito era la capacidad de influencia social o de llegar a un determinado ejecutivo, lo que era un grave despropósito para las personas que querían surgir y que cumplían con sus compromisos.

El concepto que ahora se establece es nuevo. Lo he visto publicado bajo el nombre, un poco exagerado, de "democrati-zación del crédito", que plantea que para un préstamo de dinero, con la información adecuada, todos son iguales. Con una información restringida, todos son distintos y se hacen valer argumentos absolutamente al margen de los que deben considerarse en el mundo moderno para decidir una operación comercial.

Entre el derecho a la intimidad y el derecho a la transparencia e información de los agentes económicos está la armonía que hemos intentado encontrar, que siempre es difícil, para ver donde está el justo de cada cual.

En ese sentido, este proyecto es muy superior al que discutimos la vez anterior, respecto del cual fui relativamente crítico en cuanto a su contenido.

Primero, se definen los derechos de las personas. Es importante destacar el gran trabajo realizado por quienes tuvieron a cargo esta materia. En el artículo 2º se define qué se entiende por datos de carácter personal, tema que estaba considerado en el proyecto anterior, pero no definido. Se establecen como "los relativos a cualquier información concerniente a personas físicas, identificadas o indentificables, que denoten alguna característica física o de su personalidad, o que se refieran a hechos o circunstancias de su vida privada, intimidad o a información de carácter sensible, tales como el origen racial o étnico, las opiniones políticas, las convicciones religiosas y filosóficas, las pertenencia a sindicatos, la salud o la sexualidad."

Éstos se distinguen de los datos sensibles, definidos como "los datos personales que se refieren a las características físicas o morales de las personas, tales como los hábitos personales, el origen racial, las ideologías y opiniones políticas, las creencias o convicciones religiosas, los estados de salud físicos o psíquicos, las enfermedades, la vida sexual y las condenas criminales." Es decir, se trata de ir acercando el derecho a la intimidad a aquello que legítimamente debe ser cautelado, separándolo de lo relacionado con la información objetiva, que no pertenece tanto a la intimidad, sino a las relaciones económicas o comerciales. Esto se logra en forma mucho más sabia en el proyecto al establecerse una buena defensa del patrimonio moral del individuo, que no impide la recopilación y transmisión de relaciones contractuales o económicas ni el acceso a información en fuentes abiertas al público; lo contrario sería un despropósito y constituiría una nueva "ley mordaza", para que nadie sepa quién es quién.

Quiero destacar también el avance logrado en el recurso de hábeas data, que defiende los derechos de las personas, pero que no termina -como tengo la sensación de que originalmente ocurría- con un sistema de información que coopere con la preservación de la fe pública ni que haga desaparecer el derecho a la información. 

En términos generales, se trata de un proyecto que se adecua a lo que se buscaba y que alcanza los objetivos reseñados.

Con todo, quiero dejar constancia de algunas realidades y hacer algunas prevenciones respecto del articulado, para los efectos de mejorarlo, ojalá, en la discusión del Senado, ya que en algunos casos no me fue muy bien en la Comisión.

A mi juicio, el artículo 6º es el peor logrado de la iniciativa, en relación con el artículo 5º, porque establece una discriminación respecto de lo que pueden obtener los privados y los organismos públicos. Dice: "La recolección, el almacenamiento, el procesamiento y la utilización de datos personales por parte de organismos públicos sólo será admisible cuando sea indispensable para el cumplimiento de las tareas que les corresponden y dentro del ámbito de su competencia, cuando sea evidente que ello ocurre en beneficio exclusivo del afectado; cuando deban ser revisadas declaraciones de particulares respecto de cuya veracidad o exactitud existan dudas fundadas, o cuando sea necesario para evitar perjuicios a la comunidad, resguardar la seguridad pública o realizar labores judiciales, incluida la investigación de delitos".

¿Dónde está la diferencia sustancial?

En dos cosas: primero, que para obtener la misma información, un privado debe contar con autorización por escrito del afectado, lo que no ocurre en el caso de un organismo público, bajo el paraguas de que ello "sea indispensable para el cumplimiento de las tareas", lo que puede tener múltiples interpretaciones. Esta disposición hay que entenderla en armonía con el artículo 5º, que señala: "La recolección, el almacenamiento, el procesamiento y la utilización de los datos personales sólo pueden efectuarse cuando esta ley u otras disposiciones legales lo autoricen o la persona afectada consienta expresamente en ello". O sea, cualquier organismo público para obtener esta información debe contar con la autorización de una ley especial. Como se habla de "esta ley" en el artículo 5º, algunos pueden entender que un organismo público tiene una especie de beneficio especial y que no requiere de una ley para recabar información sobre datos personales. Eso queda desvirtuado: cualquier organismo público que se acoja al artículo 6º, requiere una ley especial y no puede ampararse en el artículo 5º. Aparte de esta constancia, quiero establecer la inconveniencia de la simetría que se produce.

Señora Presidenta, por su intermedio concedo la interrupción que me está solicitando el Diputado señor Viera-Gallo.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Por la vía de la interrupción, tiene la palabra su Señoría.

El señor VIERA-GALLO.- Señora Presidenta, para ratificar lo que dijo el Diputado señor Coloma, en el entendido de que cuando se requiera una ley, algunas disposiciones legales existen. Con esto no se pretende que el Estado quede inerme respecto del futuro, pues hay leyes que lo autorizan, como la del Registro Civil, la de Impuestos Internos, la del Registro Electoral, etcétera. Tiene toda la razón en cuanto a que se necesita una ley explícita, pero en algunos casos ella ya existe, y el artículo 5º no pretende derogarlas.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Recupera el uso de la palabra el señor Coloma.

El señor COLOMA.- Respecto del tema de fondo, la ley actual debe entenderse dentro del marco de la que la facultó y no como un cajón de sastre respecto del cual se puede pedir cualquier tipo de bien.

Me parece importante la aclaración, porque a futuro puede tener incidencia.

En segundo lugar, quiero dejar constancia de algunas vaguedades en el texto del proyecto. 

El artículo 13 dice: "Los datos de carácter personal sólo pueden recogerse cuando sean adecuados, pertinentes y no excesivos en relación al ámbito y finalidad legítimos y legales para los que se hubieren obtenido." 

Ésta es una redacción de muy buena crianza, pero absolutamente vaga sobre cuándo un dato es adecuado o pertinente. Creo que podemos discutir un año acerca de si algunas conductas parlamentarias son adecuadas o pertinentes. Imagínense lo que significa respecto de un dato. Es una disposición que más tiende a confundir o a generar conflictos legales que a solucionar los problemas. 

Respecto del artículo 16 -he aquí un tema de fondo- más que una vaguedad, establece una discriminación entre los organismos públicos y privados, a la que no le veo sentido alguno. Dice: "Los organismos públicos deberán llevar un registro de los bancos de datos personales, dejando expresa constancia de su carácter propio, finalidad, tipo de datos almacenados y universo de personas afectadas. 

"También habrá un registro de los bancos de datos personales privados, organizados con la finalidad de darlos a conocer a terceros." 

No entiendo bien el sentido de esta disposición. Sería interesante que el diputado informante nos aclarara para qué se quiere tener este registro de los bancos de datos. Me parece que puede transformarse en una burocracia informática a la cual no le veo ningún sentido. 

También me parece que el artículo 18 es vago cuando señala: "Los datos personales deberán ser eliminados o cancelados cuando su almacenamiento carezca de fundamento legal." 

Hay que ser cuidadoso con expresiones tan vagas, por medio de las cuales se autoriza a una persona para estimar qué puede tener o no tener fundamento legal. 

Comparto el criterio del Diputado señor Gajardo respecto del artículo 23, en cuanto a la discriminación que se hace respecto del plazo para dar una información, dependiendo de si la obligación ha sido cancelada o se ha extinguido por cualquier causa legal. En derecho nos enseñaron que hay múltiples formas de extinguir una obligación, no sólo por el pago efectivo. Creo que se debe tener especial cuidado en no generar algún distingo relevante. 

Por último, quiero plantear al diputado informante un tema procesal, que no es menor, relacionado con el artículo 16, que en su inciso final dispone: "La Contraloría General de la República tendrá un listado actualizado de los bancos de datos a que se refiere este artículo, el cual podrá ser consultado por el público." 

Sin perjuicio de mantener una reserva importante respecto de si ello es positivo o si implica mayor burocracia, al inicio del informe se señala que el artículo 16 no fue objeto de indicaciones ni modificaciones. Según tengo entendido, el inciso final del artículo 16 no fue aprobado en la sesión anterior, porque faltó quórum. Entonces, si faltó quórum para su aprobación, aun cuando no haya sido objeto de indicaciones ni modificaciones, no puede aparecer como aprobado, porque producirá un problema legal de graves consecuencias. Si lo que fue rechazado en el primer informe aparece aprobado en el segundo, en circunstancia de que no se obtuvo el quórum respectivo, puede generar graves problemas en la tramitación del proyecto en el Senado. 

Señora Presidenta, por su intermedio concedo una interrupción al Diputado señor Viera-Gallo. 

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra su Señoría. 

El señor VIERA-GALLO.- Señora Presidenta, desgraciadamente, el Diputado señor Coloma tiene razón. Digo desgraciadamente, porque el fondo de la norma es adecuado, es decir, que haya un ente público que lleve el registro de los bancos de datos. En otros países existe un organismo especializado en esta materia. Recuerdo que esa norma -sería bueno que la Mesa después lo verificara-, si bien obtuvo votación mayoritaria, el inciso final no alcanzó el quórum requerido cuando se votó en general.

He dicho. 

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Puede continuar Diputado señor Coloma. 

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, es importante aclarar el punto, porque de otra manera cometeríamos un error procesal de graves consecuencias. Con todo, mantengo mis dudas respecto del texto de la norma.

En síntesis, considero que el proyecto significa un avance muy importante respecto de un tema sensible y, por lo tanto, siempre discutible. Sin embargo, donde se logra una armonización aceptable, aunque nunca será suficiente, es entre el derecho a la intimidad de las personas y el derecho a la información y a la transparencia. Este país a veces gira histéricamente de un lado a otro: en ocasiones, lo único que importa es la transparencia y el derecho a la información; en otras, sólo interesa el derecho a la intimidad. Ese vagar de un lado a otro no siempre es sano para la sociedad. En este caso, se puede entender como nunca que existe un derecho a la intimidad, vinculado con el patrimonio moral, que es fundamental cautelar; pero que además hay un derecho a la información y a la transparencia, también importante de defender, porque tiene que ver con la fe pública y el respeto a las personas.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Señores diputados, ha finalizado el Orden del Día, por lo que la tramitación de este proyecto continuará el martes 18, ocasión en que también se procederá a su votación. Asimismo, los proyectos de acuerdo internacionales se votarán en la sesión a verificarse ese mismo día.

Tiene la palabra el Diputado señor Balbontín.

El señor BALBONTÍN.- Señora Presidenta, sólo deseo solicitar que el listado de inscritos se mantenga para la próxima sesión.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Así se hará, señor diputado.

-o-

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Honorable Cámara, deseo informar que se encuentra en las tribunas una delegación de ex rugbistas de la República de Francia, quienes, con motivo de su visita, harán entrega de un aporte de 150 kilos de medicamentos para los damnificados del terremoto que afectó a la Cuarta Región.

En nombre de la Corporación, cumplo con saludarlos y agradecer su gesto.

-Aplausos.

-o-

VII. PROYECTOS DE ACUERDO

MANTENCIÓN DE BENEFICIOS A ASIGNATARIOS DE VIVIENDAS SOCIALES.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- El señor Prosecretario dará lectura al primer proyecto de acuerdo.

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Los patrocinantes del proyecto de acuerdo Nº 576 han solicitado dejar sin efecto su tratamiento por haber perdido su oportunidad.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- El señor Prosecretario dará lectura al siguiente proyecto de acuerdo.

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 577, de los Diputados señores Prokurica, Munizaga, Longton, Rodríguez, Navarro, Vilches, señora Cristi, señores Galilea, Ferrada, Ascencio, Silva, Solís, Pérez, don Ramón; Valenzuela, Urrutia, don Salvador; Errázuriz, Martínez, don Rosauro; Morales y Ortiz.

"Considerando:

1. Que los niveles de pobreza siguen siendo alarmantes en Chile, según lo demuestran los resultados de la encuesta Casen.

2. Que es preocupación preferente del Estado, y así lo ha reafirmado su Excelencia el Presidente de la República, ejercer un rol subsidiario en favor de quienes tienen menos recursos.

3. Que entre los programas asistenciales está el programa de subsidio habitacional básico para quienes no tienen ingresos suficientes para postular a otros programas.

4. Que se ha observado que quienes reciben una vivienda social, al ser sometidos a la encuesta Cas en su nuevo domicilio, se les cambia de estratificación, por lo que pierden otros beneficios que se les entrega a las personas de menores ingresos, como el subsidio único familiar, la tarjeta de salud, el derecho a recibir una pensión asistencial, subsidio al agua potable, subsidio prenatal y subsidio a la madre.

5. Que el hecho de recibir una vivienda social no significa que los ingresos del grupo familiar hayan aumentado, por lo que la situación económica de esas familias se agrava, pese a recibir un beneficio que le otorga el Estado, puesto que automáticamente pierden los otros beneficios que les permitían subsistir.

Ante la situación planteada, solicitamos el siguiente acuerdo de la Cámara de Diputados:

La Cámara de Diputados acuerda solicitar a su Excelencia el Presidente de la República dé las instrucciones a quien corresponda para que, a quienes están estratificados en la encuesta Cas 2, no se cambie su clasificación cuando reciben una vivienda social, porque aun cuando no han aumentado los ingresos del grupo familiar ellos pierden otros beneficios que entrega el Estado, tales como subsidio único familiar, la tarjeta de salud, el derecho a recibir pensión asistencial, subsidio al agua potable, subsidio prenatal, subsidio a la madre, etc.; asimismo, para que no se cambie de clasificación a los allegados que viven con los favorecidos con viviendas sociales, por igual razón."

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra el Diputado señor Prokurica para hablar a favor del proyecto de acuerdo.

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, junto con el Diputado señor Munizaga y otros parlamentarios que han adherido al proyecto de acuerdo, queremos evitar las dificultades que están encontrando en la actualidad muchas familias que postulan y se adjudican el subsidio habitacional.

Como lo ha manifestado en reiteradas oportunidades su Excelencia el Presidente de la República, una de las mayores preocupaciones de todos los sectores políticos del país es derrotar la pobreza. Sin embargo, en muchos de los mecanismos usados se presentan distorsiones, las que muchas veces afectan a quienes se desea beneficiar.

El proyecto en discusión pretende evitar que las familias de escasos recursos que reciben algunos de los beneficios del Estado, como el subsidio único familiar, tarjeta de salud de atención gratuita, subsidio de consumo de agua potable y subsidio prenatal, sean cambiadas de ficha cuando postulan y se adjudican un subsidio habitacional básico, porque pierden dichos beneficios.

En la práctica, cuando las familias que se han adjudicado una vivienda básica son encuestadas, se las cambia a una categoría distinta de la que tenían en la encuesta CAS 2, pesar de que los ingresos que reciben son los mismos, por lo que, al asumir nuevos compromisos, como pago de dividendos, consumo de agua potable y luz eléctrica, y quitárseles los beneficios que les da el Estado, se les pone la soga al cuello.

En concreto, solicitamos al Presidente de la República que adopte las medidas pertinentes para que estas familias no sean cambiadas de clasificación en la encuesta CAS 2, a fin de que puedan enfrentar en mejor forma su nueva realidad.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra el Diputado señor Balbontín, para apoyar el proyecto de acuerdo.

El señor BALBONTÍN.- Señora Presidenta, respaldaré el proyecto, porque es una forma de concretar una idea muy importante. 

Las encuestas CAS y Casen -la última antecesora de la primera- tuvieron como objetivo establecer cierta clasificación desde el punto de vista estadístico; pero también las han utilizado los municipios y los organismos públicos para la toma de decisiones en favor de las personas o familias correspondientes. Ahora bien, esto puede traer como consecuencia que se haga un uso automático de esta información, que es relevante, como lo señaló el Diputado señor Prokurica.

Vale la pena destacar que dos factores inciden en los distintos elementos de clasificación de la pobreza: los relativos a la calidad de vida, información que detectan las encuestas Casen y CAS, y otros que dicen relación con los ingresos de las personas, no establecidos en esas encuestas.

Se trata de que las personas no sean afectadas por el solo hecho de haber recibido determinada vivienda. Por lo tanto, hay que determinar -concuerdo con este punto de vista- que la utilización administrativa de los datos sobre esta materia no dan lugar, en forma automática, a la reclasificación de las personas, por cuanto perderían así los derechos que han obtenido.

Desde ese punto de vista, reitero mi respaldo a esta propuesta.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta)- Si le parece a la Sala, se aprobará por unanimidad el proyecto de acuerdo.

Aprobado.

 

VIII. INCIDENTES.

REPARACIÓN DE ACCESOS DEL JARDÍN BOTÁNICO DE VIÑA DEL MAR. Oficios. 

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- En Incidentes, el primer turno corresponde a Renovación Nacional.

Tiene la palabra el Diputado señor Longton.

El señor LONGTON.- Señora Presidenta, en visita realizada ayer al Jardín Botánico, dependiente de Conaf, situado en el límite de Viña del Mar con Quilpué, constaté el pésimo estado de los accesos, tanto desde el sector El Salto, por el puente que está cortado hace muchos meses, como desde el camino troncal.

Dicho Jardín existe desde hace muchísimos años, contribuye a la preservación de especies muy singulares y es lugar de atracción turística. Por desgracia, sus accesos están prácticamente inutilizables, por lo que los vehículos no pueden pasar y sólo es posible ingresar a ese lugar a pie.

Como es un sector atractivo y es importante -en especial a la juventud- enseñarle a conocer y a amar la naturaleza, solicito que se dirijan dos oficios: uno, al Ministro de Obras Públicas para que informe por qué ese camino está en mal estado y no ha sido reparado; otro, a la municipalidad de Viña del Mar, a fin de que nos dé a conocer las gestiones realizadas para arreglar ese pésimo camino, y por qué ha pasado a ser un botadero de basuras y de escombros, lo cual lo mantiene en un estado deplorable.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría.

INFORMACIÓN SOBRE PROYECTOS Y OBRAS EN EJECUCIÓN EN LA DÉCIMA REGIÓN. Oficios.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra el Diputado señor Kuschel.

 

El señor KUSCHEL.- Señora Presidenta, pido oficiar a los señores Ministro del Interior y Vicepresidente Ejecutivo de la Corfo para que informen sobre el estudio de proyectos y de trabajos de alcantarillado, de aguas servidas y aguas lluvia para las comunas de Calbuco, Cochamó, Maullín y Puerto Montt, así como respecto de las fechas de ejecución y montos involucrados. 

Asimismo, pido dirigir oficios a los alcaldes de estas comunas y al intendente regional para que informen sobre la conveniencia de mejorar los accesos a los cementerios locales, particularmente los municipales, ya que este 1º de noviembre se notó, una vez más, que no se ha realizado ningún trabajo para reparar sus caminos.

 

La señora PROCHELLE (Presidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra. 

RECURSOS PARA CONSTRUCCIÓN DE COMISARÍA Y LICITACIÓN DE OBRAS DE ACCESOS VIALES EN TALCAHUANO. Oficios.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- En el tiempo del Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Diputado señor Ulloa.

El señor ULLOA.- Señora Presidenta, en primer lugar, solicito, por su intermedio, que se oficie al Ministro de Hacienda, don Eduardo Aninat, y también al General Director de Carabineros, con el objeto de que informen si existirá la posibilidad de contar con parte de los 600 millones de pesos que faltan para finalizar la nueva construcción de la Quinta Comisaría de Carabineros de Talcahuano.

Todos sabemos que hoy el país siente que la seguridad ciudadana es uno de los puntos débiles en todas las comunidades. Lo que no resulta lógico ni posible es que esta situación afecte a una de las cinco comunas con más habitantes de Chile, la cual no cuenta con un cuartel policial en su centro. 

Es muy importante que el Ministro de Hacienda y las autoridades máximas de Carabineros destinen parte de estos 600 millones de pesos para que, en su segunda y final etapa, se pueda concretar la construcción de esta nueva unidad policial que tanto se requiere.

Hablamos de una cobertura de población cercana a los 280 mil habitantes, donde la cantidad de funcionarios policiales que con inmenso esfuerzo intentan brindar tranquilidad a nuestra comuna, resulta claramente insuficiente.

Por otro lado, no sólo se trata de construir la Quinta Comisaría, sino también de albergar la prefectura, que tampoco dispone de un edificio adecuado para desarrollar su labor.

En segundo lugar, solicito que se oficie al Ministro de Obras Públicas, con el objeto de que informe si dentro de los pocos meses que restan para el término de 1997 contaremos o no con los llamados a licitación para los distintos proyectos de obras públicas anunciados para la ciudad de Talcahuano y que dicen relación con sus accesos viales.

Se había anunciado que Vialidad -que ha realizado un muy buen trabajo en mi región- efectuaría obras por más de 10 mil millones de pesos. Por esa razón, sería importante que el Ministro de Obras Públicas nos señalara, por lo menos, si este año se llamará a licitación para unir los puertos de Talcahuano y de San Vicente y ampliar el sector Bonilla o la avenida Las Golondrinas, porque estamos hablando de accesos y salidas del primer puerto militar, industrial y pesquero del país, cuya actividad de carga y descarga es muy relevante.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los Diputados señores Viera-Gallo, Coloma y Balbontín.

OBRAS PÚBLICAS PARA LA REGIÓN METROPOLITANA. Oficios.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra el Diputado señor Juan Antonio Coloma.

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, los temporales recientes y el transcurso del tiempo han contribuido a deteriorar gravemente los caminos existentes en zonas rurales, lo cual, según el caso, pone de manifiesto su urgente pavimentación.

En esta oportunidad, pido que se oficie al Ministro de Obras Públicas a fin de señalarle las siguientes necesidades:

1. Repavimentación urgente del camino entre Melipilla y Bollenar, puesto que tiene un largo período de funcionamiento y está completamente destruido a causa de las últimas inundaciones y de su mala conservación.

2. Estudio, a la brevedad -debido a los daños ocasionados por el último temporal- de una eventual pavimentación del camino a La Viluma.

3. Información sobre el estado de los estudios para pavimentar, lo antes posible, el camino que va de Chorombo a Casablanca y que une la Región Metropolitana con la Quinta Región.

En una zona rural, como la que represento, son muchas las necesidades en materia de obras públicas, pero, como consecuencia de los temporales, no cabe duda de que esas tres inquietudes son las más sensibles, por lo cual me atrevo a plantearlas por intermedio de su Señoría. Asimismo, pido reiterar un oficio anterior referido al estado de avance del proyecto para pavimentar el camino que une Mallarauco con Peñaflor, por la cuesta Mallarauco. Allí se han hecho importantes obras, pero hay un proyecto para unir ambas localidades mediante la pavimentación, lo cual sería fundamental para el desarrollo de la zona.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría.

ASISTENCIA DE PARLAMENTARIOS EN VOTACIÓN DE PROYECTOS.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Tiene la palabra el Diputado señor Ulloa.

El señor ULLOA.- Señora Presidenta, formalmente quiero expresar mi molestia por el hecho de que las votaciones de los proyectos tratados no se hayan efectuado en el día de hoy por falta de quórum.

Me parece claramente injusto que algunos parlamentarios estemos aquí haciendo el trabajo que efectivamente nos corresponde, mientras otros colegas se encuentran realizando campañas. Si se tomó la determinación de celebrar esta sesión y efectuar votaciones, debíamos concurrir a ella.

Por esa razón, solicito que no se vuelva a cometer -a mi juicio- esta falta que significa tomar la decisión de realizar una reunión y luego no votar. No me parece prudente que el escaso número de diputados que estamos aquí nos hayamos quedado exclusivamente para cumplir una obligación que nos compete a todos, y que luego se tome una determinación en el sentido contrario, es decir, no votar.

He dicho.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Debo aclarar a su Señoría que la Mesa tomó la decisión porque hay una cantidad numerosa de señores diputados que están trabajando en la Comisión Mixta de Presupuestos.

El señor ULLOA.- Señora Presidenta,...

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Señor diputado, le solicito que no prosiga con el tema.

El señor ULLOA.- Señora Presidenta, fue una determinación de los Comités, la cual no se puede pasar a llevar a cada rato.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- Señor diputado, le agradeceré que deje a la Mesa conducir la sesión. Su Señoría puede censurarme si lo he hecho mal.

 

DICTAMEN DE LA CONTRALORÍA SOBRE CESIÓN DE DERECHOS EN BIEN RAÍZ POR LA MUNICIPALIDAD DE SANTIAGO. Oficios.

La señora PROCHELLE (Vicepresiden-ta).- En el tiempo del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra el Diputado señor Nelson Ávila.

El señor ÁVILA.- Señora Presidenta, encuentro deplorable aprovechar una situación que se basa en un antecedente equívoco. La ausencia de muchos parlamentarios en la Sala en estos momentos obedece a la circunstancia que su Señoría ha señalado y no a la que pretende hacer creer el Diputado señor Ulloa.

Señora Presidenta, he tomado conocimiento de una situación extremadamente irregular derivada de la celebración de una promesa de compraventa de terrenos, suscrita por la Ilustre Municipalidad de Santiago.

Cinco concejales del período anterior, de distintas tendencias, los señores Arturo Alessandri, Julio Silva Solar, Rodolfo Fortunatti, Andrés Koriztma y Mario Requena, recurrieron en tres oportunidades ante la Contraloría General de la República, cuestionando esta operación.

Los hechos son los siguientes:

Para llevar a efecto el proyecto de remodelación de la avenida Libertador Bernardo O'Higgins y erradicar el comercio ambulante del centro de Santiago, la municipalidad estimó necesario adquirir un sitio ubicado en Alameda con San Martín, perteneciente a Entel S.A., a fin de construir instalaciones necesarias para los comerciantes.

El alcalde señor Jaime Ravinet, con acuerdo de la mayoría del concejo, celebró, en julio de 1995, un contrato de promesa de compraventa con Entel S.A. a fin de adquirir dicho sitio por la suma de 2.483 millones de pesos, que fue pagada íntegramente por la municipalidad a la referida empresa.

En enero de 1996, la ilustre Municipalidad de Santiago estimó que el sitio de Entel S.A. no le servía y cedió sus derechos en la promesa a la inmobiliaria Alameda 2001 S.A., en 3.102 millones de pesos. El pago se efectuaría de la siguiente manera: 400 millones 145 mil pesos a la fecha y 2.703 millones de pesos pagaderos en tres años mediante la construcción y entrega de 7.455 metros cuadrados de oficinas para la municipalidad. Así, la inmobiliaria Alameda 2001 S.A. celebró el contrato de compraventa definitiva del terreno con Entel S.A., quedando como dueña del mismo.

Los concejales mencionados solicitaron a la Contraloría General de la República que se pronunciara respecto de la legalidad de la cesión de derechos.

El dictamen de la Contraloría, lamentablemente, facilita que se eluda la licitación o subasta. En efecto, estima que ni el artículo 30, sobre los inmuebles municipales, ni el artículo 31, referido a los bienes muebles, serían aplicables en este caso. Sostiene que esta última norma sólo atañe a los bienes muebles corporales y no a los incorporales, como son los derechos cedidos en este caso por la municipalidad a la inmobiliaria.

¿Significa esto que los municipios podrían vender sus bienes muebles incorporales sin licitarlos o subastarlos? El señor Contralor debería aclarar este punto.

Debo hacer presente que esos bienes muebles incorporales, derivados de la promesa de compraventa del sitio de Entel S.A. -ubicado en Alameda con San Martín-, fueron vendidos por la ilustre Municipalidad de Santiago a la inmobiliaria Alameda 2001 S.A. en más de 3 mil millones de pesos, suma que es superior al valor de todos los bienes muebles corporales del municipio de Santiago. De manera que los bienes muebles incorporales no son una categoría de bienes sin importancia o carentes de valor.

Me extraña mucho que el señor Contralor, que en estos días ha insistido tanto en la probidad y transparencia, permita que se pasen por alto los resguardos establecidos por la ley para garantizar precisamente esa probidad y transparencia, como es el caso de la licitación y el remate públicos. Sería contradictorio pedir nuevas leyes y facultades si no hay voluntad para aplicar las que existen. Repugna a la lógica y coherencia interna de la ley que ésta exija remate público para vender un bien mueble corporal, por ejemplo, una lámpara, y, en cambio, para vender uno incorporal de más de 3 mil millones de pesos, pueda hacerlo directamente, como si fuese un particular que enajena bienes propios. Esto sería completamente absurdo e inconsistente. 

Pregunto al señor Contralor: a la luz de este dictamen los llamados bienes muebles incorporales de propiedad municipal, ¿pueden venderse directamente, sin subasta pública? 

La opinión del ente contralor, con un muy leve y sutil fundamento, estaría sentando un precedente funesto para la administración municipal en todo el país. La licitación y el remate público son mecanismos que la ley ha dispuesto para velar por la transparencia de los actos y contratos del municipio. 

Se argumenta que los bienes muebles incorporales no pueden darse de baja. No veo en la "naturaleza" del procedimiento de dar de baja algo que impida aplicarlo a los bienes muebles incorporales.

¿Por qué había que evitar a toda costa la licitación y venderle directamente a la inmobiliaria Alameda 2001 S.A.? 

Más aún, el municipio de Santiago es propietario de acciones de Chilectra, que son bienes muebles incorporales, al igual que los derechos cedidos. Estas acciones son rematadas por el municipio en la Bolsa de Comercio sin que hayan sido dadas de baja por decreto.

Aquí hay una operación triangular que, además de los reparos legales ya explicados, envuelve riesgos evidentes para el patrimonio municipal.

El monto de la cesión de derechos fue de 3.103 millones de pesos, pero la inmobiliaria pagó al contado sólo 400 millones de pesos; es decir, apenas el 13 por ciento del precio total. El saldo, sin intereses, es pagadero a tres años, mediante la construcción y entrega de 7.455 metros cuadrados de oficinas para la municipalidad.

La inmobiliaria Alameda 2001 S.A. es una sociedad constituida el 22 de diciembre de 1995, sólo un mes antes del contrato de cesión de derechos con el municipio. Posee un capital de 10 millones de pesos. Evidentemente, no hay proporción con la magnitud de las obligaciones contraídas, del orden de los 3 mil millones de pesos. Se trata de una empresa sin domicilio, sin teléfono, sin instalaciones ni personal. Existe sólo en el papel de la escritura, pero ha sido favorecida con un contrato multimillonario.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Señor diputado, ha completado los ocho minutos que le corresponden al Comité del Partido por la Democracia. No sé si hay otro partido que le pueda ceder algunos minutos más.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, conversé expresamente al respecto con el Diputado señor Felipe Valenzuela, jefe de la bancada del Partido Socialista, quien me cedió tres minutos de su tiempo.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Puede continuar su Señoría.

El señor ÁVILA.- Gracias, señor Presidente.

Además, el título de dominio de un inmueble, al aumentar considerablemente su solvencia y patrimonio, le facilita la realización de diversas operaciones comerciales.

Por último, dispone de una cláusula contractual en la que le resguarda para siempre de la competencia de otros estacionamientos subterráneos en bienes nacionales de uso público dentro de una importante zona de la ciudad de Santiago, al obligarse el municipio a no autorizar concesión alguna en dicha zona. O sea, una garantía de monopolio sin plazo hasta el fin de los tiempos.

Debido a lo anterior, solicito que se despachen dos oficios:

El primero, al señor Contralor General de la República, a fin de que se sirva informar sobre la reconsideración del dictamen de la Contraloría Nº 30.188, de 24 de septiembre de 1996, solicitada el 3 de octubre de 1996 por los concejales recurrentes. En caso de no haber pronunciamiento, que informe sobre el curso seguido por esta solicitud, el estado en que se encuentra y la posibilidad de resolverla al más breve plazo.

El segundo, dirigido al alcalde de Santiago, con el objeto de que se sirva informar sobre los puntos que siguen:

a) Si la inmobiliaria Alameda 2001 S.A. ha iniciado la construcción de las oficinas a que se obligó en el contrato de cesión de derechos con la Ilustre Municipalidad de Santiago.

b) Si se formalizó la novación de obligaciones entre la Municipalidad de Santiago y la Inmobiliaria Alameda 2001 S.A., según acuerdo del concejo de fecha 1 de agosto de 1996.

c) Si se modificó la escritura de cesión de derechos, suprimiendo la obligación del municipio de no autorizar concesiones para estacionamientos subterráneos en bienes nacionales de uso público, contenida en la cláusula 14 del contrato de cesión, conforme al mencionado dictamen de la Contraloría General, que objetó la legalidad de dicha obligación.

He dicho. 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los Diputados señora Marina Prochelle y señores Joaquín Palma, Salvador Urrutia y Sergio Morales.

IGUALDAD ANTE LA LEY Y LIBERTAD DE CULTOS.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En los cuatro minutos y medio que le restan al Comité del Partido Socialista, tiene la palabra el Diputado señor Viera-Gallo. 

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, el país asiste a un debate bastante sorprendente respecto del proyecto de ley sobre libertad de culto e igualdad jurídica de las iglesias, aprobado por unanimidad en la Sala.

Quiero recordar que el mensaje del Ejecutivo fue sustituido por una indicación redactada por los Diputados señores Sergio Elgueta, Gutenberg Martínez y Zarco Luksic, a la cual adherimos plenamente todos los diputados.

Curiosamente, ayer, juristas católicos -realmente lo son, pero es curioso que se pongan ese título- impugnan el proyecto, porque tendría carácter inconstitucional.

Entre otras cosas, el profesor José Luis Cea afirma que no se puede igualar lo que es desigual, y que mientras la Iglesia Católica ha acompañado a Chile en toda su historia, no ha sucedido lo mismo con las iglesias evangélicas.

En primer lugar, quiero señalar, como diputado católico, que el Concilio Vaticano II, a este respecto, es perfectamente claro y reconoce la libertad de conciencia, de culto y de religión, y que la vocación ecuménica de las iglesias, y de la católica en particular, no podría entenderse si no se partiera de la base de la igualdad plena de todas las iglesias.

En segundo lugar, la Iglesia Católica, y con razón, ha impugnado en muchos países leyes que le son discriminatorias. No sólo me refiero a los países árabes, sino también y especialmente, a una legislación que acaba de aprobar el Parlamento ruso. Le otorga un privilegio especial e histórico a la Iglesia Ortodoxa. 

Al respecto, el Vaticano ha emitido una declaración oficial. Impugna esa legislación por discriminatoria, puntualizando que todas las iglesias deben tener el mismo derecho y status.

No veo cómo la Iglesia Católica -o al menos algunos de sus dignatarios o juristas-, puede impugnar en Chile lo que reclama en otros países. No es posible que cuando es mayoría demande una situación de privilegio histórico, y cuando es minoría impugne la misma situación que desean otras iglesias.

Por eso, el seminario que ayer tuvo lugar en la Pontificia Universidad Católica de Santiago se aparta completamente de los principios básicos a los cuales debe atenerse el estatuto jurídico de las iglesias en un régimen democrático y pluralista.

La Cámara de Diputados aprobó un proyecto que, junto con reconocer la personalidad jurídica de derecho público de la Iglesia Católica y de la Iglesia Ortodoxa de Antioquía, basada esta última en una ley dictada en 1972, abrió la puerta, como es lógico, para que el pueblo evangélico y, en general, todas las iglesias puedan tener el mismo status jurídico de la Iglesia Católica.

Además, esa posición fue aceptada públicamente en nuestra Comisión por representantes del Episcopado nacional, de la Iglesia Católica. No veo por qué hoy algunos representantes suyos impugnan en el Senado lo aprobado en la Cámara. 

Creo que el Senado debiera ratificar el proyecto, que establece el principio básico de la igualdad jurídica de todas las iglesias y reconoce la personalidad jurídica de derecho público a aquellas que ya la tenían. 

Incluso más, haciendo una concesión que algunos parlamentarios consideraron excesiva, preceptúa que las iglesias que contaban con personalidad jurídica de derecho público no quedarán sometidas a la futura ley de culto, sino que se regirán por su estatuto interno, es decir, en el caso de la Iglesia Católica, por el derecho canónico. ¿Qué más pretende la Iglesia Católica?

No hace bien al país un debate artificial sobre el establecimiento del estatuto jurídico de todas las iglesias, tema que debiera ser de absoluto consenso, y en el cual no cabe discriminación alguna por motivo de creencia o de religión.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- El turno siguiente corresponde al Comité Demócrata Cristiano.

Tiene la palabra el honorable Diputado señor Sergio Elgueta.

El señor ELGUETA.- Señor Presidente, quiero referirme al tema que ha sido analizado por largo tiempo en la Cámara y en el Senado y al cual ha hecho referencia el Diputado señor Viera-Gallo.

El titular de El Mercurio: "Juristas impugnan constitucionalidad de la ley de culto", si bien responde a las opiniones vertidas, no corresponde exactamente a una afirmación jurídica correcta.

En efecto, el proyecto nació de una iniciativa del Ejecutivo, pero, posteriormente, mediante una indicación sustitutiva, redactada por quien habla y suscrita por siete diputados democratacristianos, fue reemplazado. Sin embargo, el proyecto también contó con el patrocinio -como ha sido habitual en las prácticas del Parlamento- del Ejecutivo, puesto que lo incluyó en la convocatoria de la legislatura extraordinaria.

Además, el propio Ministro del Interior estuvo presente en la Cámara y avaló con su palabra el tratamiento del proyecto. 

De manera que no existe ninguna inconstitucionalidad de forma, como expresaron los juristas Jorge Precht y José Luis Cea.

Después de casi dos siglos de la independencia de Chile -en el 2010 se cumplirán doscientos años-, no existe una ley que explicite la garantía constitucional de libertad de conciencia y de culto. De alguna manera, sólo se ha hecho en forma sesgada a través de la ley de cementerios laicos, del registro civil, del matrimonio civil y de la separación de la Iglesia Católica del Estado. 

Los primeros constituyentes establecieron que en el país conviven distintas confesiones religiosas, y en los tiempos en que vivimos eso es absolutamente claro. 

Para que exista igualdad, es necesario un tratamiento jurídico similar para todas las confesiones religiosas, sin importar su tradición, historia o circunstancias que motivaron que algunas llegaran primero y otras después o que tuvieran mayor o menor relevancia en el pasado.

Si bien la Iglesia Católica tiene un gran peso, no es menos cierto que algunos juristas discutieron sobre su personalidad jurídica de derecho público en el pasado. Creemos que la tiene, pero también deben tenerla las demás confesiones religiosas. 

Eso es igualdad. Lo otro es hacer juzgamientos, usar criterios subjetivos, opinables, que no se condicen con el respeto a las minorías religiosas, de cualquier confesión, que existen en nuestro país.

Si el criterio de que quien construye una capilla tiene personalidad jurídica se hubiera aplicado hace casi dos mil años, cuando llegó el Divino Maestro y dijo: "Yo soy el Mesías", y nadie le creyó -lo siguieron doce humildes personas-, no lo hubieran crucificado. 

Desde entonces ha habido una secuencia histórica. El propio cristianismo se ha fraccionado. Nosotros no queremos que en nuestro país haya disensiones religiosas, porque ocasionan graves problemas. La prudencia y el bien común exigen perfecta igualdad en el tratamiento jurídico de todas las iglesias, confesiones y cultos.

Si se amenaza con recurrir al Tribunal Constitucional, que se recurra. Estimo que no podría menos que establecer en forma definitiva que en nuestro país debe haber una auténtica igualdad de cultos y libertad de conciencia.

Por eso, los democratacristianos modificamos y perfeccionamos el proyecto del Gobierno, con el objeto de que esta línea se mantenga hasta el final.

He dicho.

RÉPLICA A INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO ULLOA.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado señor Ignacio Balbontín.

El señor BALBONTÍN.- Señor Presidente, la bancada de la Unión Demócrata Independiente, reiteradamente, ha hecho presente la ausencia de parlamentarios en el hemiciclo, lo cual afecta la imagen del Parlamento.

Hoy había en la Sala 66 parlamentarios, de las distintas bancadas. Por eso, no me parece pertinente la intervención del Diputado señor Ulloa, quien ha quedado como el niño acusete ante la opinión pública. 

PRESUNTAS PRESIONES EN RELACIÓN CON FACULTADES PRIVATIVAS DEL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA. Oficio.

El señor BALBONTÍN.- Señor Presidente, en segundo lugar, deseo hacer algunas reflexiones de la mayor trascendencia en relación con la política de defensa nacional.

Ayer, en la tarde, en un gesto que lo enaltece y que debe ser celebrado, el Presidente Frei vetó el ascenso del brigadier señor Jaime Lepe Orellana a general de la República. Hizo uso de un derecho inalienable establecido en nuestra Constitución, que pretende ser cuestionado.

El Diputado señor Moreira, de la UDI, dijo ayer, respecto de la proposición de la junta de generales, que últimamente el Presidente de la República ha tenido una actitud de debilidad absoluta ante presiones que se ejercen contra el Gobierno. 

Voy a pedir la información correspondiente, a través de un oficio, al Ministro de Defensa Nacional, porque interesa saber a qué presiones se refiere el señor Moreira. ¿O es posible la deliberación de los cuerpos armados? Porque en los textos se manifiesta que, atendidos los antecedentes existentes acerca de su participación en la Dirección de Inteligencia Nacional, Dina, y en los hechos que culminaron con el homicidio del ex diplomático español, don Carmelo Soria, se tomó esta decisión, libremente, por parte del Presidente.

¿A qué presiones se refiere el Diputado señor Moreira? ¿A las opiniones y a las presiones de carácter político que pueda tener esta Cámara, donde ayer varios diputados hicimos presente el derecho que le corresponde a la Presidencia de la República y que respaldamos todos, cualquiera que sea el punto de vista, para que el Presidente de la República, como generalísimo de las Fuerzas Armadas, tenga posibilidades de pronunciarse? ¿O a la oculta presión que se está ejerciendo a través de otro tipo de mecanismos? Solicito que el Ministerio de Defensa nos informe, a través de un oficio sobre esta materia, porque no es lícita la deliberación de los cuerpos armados, en razón de los derechos inalienables del Presidente de la República. Además, ésta no es decisión de un grupo político determinado dentro de la Concertación, sino de personas de distintas posiciones, quienes, en función de la defensa de los derechos humanos, hemos considerado que deben ser generales de la República y llegar al más alto grado castrense aquellos que no tienen tacha, y me parece un estigma muy importante quien haya pertenecido a un cuerpo que, de acuerdo con el Informe de la Comisión Rettig, participó activamente en contra de los derechos humanos. Toda persona tiene derecho a aceptar o no determinado tipo de cometidos dentro de la administración. A quienes participaron en ese tipo de organismos, a mi juicio, si cometieron actos ilícitos, la historia los juzgará. En definitiva, tenemos derecho a lograr plenas garantías de parte de este tipo de cuerpos.

Finalmente, así como en algunas ocasiones he celebrado decisiones, también las he criticado. He criticado la forma en que se ha pretendido instalar en el Senado una bancada de carácter militar a través del mecanismo de los senadores designados. Pero tengo que celebrar, junto con la decisión del Presidente, otra de la mayor trascendencia: la oportunidad para haber llevado a cabo, anticipadamente, el ascenso a Comandante en Jefe del Ejército de Chile al General Ricardo Izurieta. Estas medidas son prudentes, adecuadas y garantizan al país que el proceso de democratización y de no deliberación de los institutos armados está tomando el cauce que corresponde a los intereses nacionales.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría.

FISCALIZACIÓN DEL PARLAMENTO A MUNICIPALIDADES.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité del Partido Demócrata Cristiano, tiene la palabra el Diputado don Joaquín Palma.

El señor PALMA (don Joaquín).- Señor Presidente, quiero hacer algunas reflexiones sobre lo señalado por el Diputado señor Ávila hace un rato, respecto de la venta de algunos derechos en la Municipalidad de Santiago, que no tienen posibilidad de ser fiscalizados, porque la actual ley y los procedimientos en los municipios permiten una libertad muy amplia en los manejos financieros. Creo que estamos frente a un problema mayor.

En la Municipalidad de La Serena se han detectado problemas, derivados de grandes irregularidades, en mi opinión, graves, de modo tal que deberían conducir rápidamente a una acusación contra la alcaldesa por notable abandono de deberes. Esto se está repitiendo en muchas municipalidades. Las facilidades de los alcaldes para actuar sin ningún control en el aspecto financiero es un problema grave, que es necesario enfrentar. Hoy, ni la Contraloría General de la República ni los concejales actúan como entes fiscalizadores, lo cual es un hecho. Por lo tanto, la manera en que se administran los presupuestos conduce a excesos. Por ejemplo, muchas municipalidades que manejan grandes presupuestos, como Las Condes, Lo Barnechea, Vitacura, Santiago y Providencia manejan libremente una cifra anual superior a los 250 millones de dólares con absoluta libertad para gastarlos; en la práctica, los controles no funcionan. Por lo tanto, en muchos casos actúan de manera incorrecta; por ejemplo, en el exceso de publicidad con que los alcaldes de esos municipios están llenando el país con liderazgos ficticios, en virtud de los cuales, en la práctica, debido a sus grandes recursos económicos, aparecen ante la comunidad como personas importantes, y en las encuestas, después de algunas campañas publicitarias en beneficio propio, también figuran como grandes personajes. Creo que estamos ante un problema muy grave respecto del cual el Parlamento debe pronunciarse y necesariamente entregar amplias facultades a la Cámara de Diputados para que sea el ente fiscalizador de las municipalidades.

SOLUCIÓN DEFINITIVA PARA FAMILIAS DE LOS PAJARITOS, CUARTA REGIÓN. Oficio.

El señor PALMA (don Joaquín).- Respecto de los graves efectos del temporal y terremoto en la Cuarta Región, solicito que se oficie al Ministro de Vivienda, a fin de que revise las circunstancias que rodean el traslado de un pueblo que se llamaba Los Pajaritos, el cual, a raíz del último temporal de agosto, fue totalmente arrasado. Alrededor de cincuenta familias fueron desalojadas y trasladadas a unos 50 kilómetros de distancia, a una planicie desértica sin ningún futuro laboral ni posibilidad de que las familias realicen algún tipo de trabajo para ganarse la vida en forma decente.

Hace un año y medio, a raíz de una visita a esa zona, planteé que esa población fuese trasladada ojalá a La Serena o Coquimbo, donde los niños, jóvenes, hombres y mujeres pudiesen tener una vida digna, porque en los lugares desérticos en que vivían no tenían ninguna posibilidad de desarrollo.

El Ministro de Vivienda de entonces respondió que, debido a las políticas demográficas, había que mantener los poblados. Desconocía la realidad local, pues ignoraba que allí se estaba viviendo una vida muy 

pobre, llena de penurias y sin ningún destino. Se mantuvieron las cosas tal como estaban, pero la naturaleza fue más fuerte, y la avalancha de agosto deshizo todo lo que existía: casas, el pueblo entero, que hubo que trasladar, y hoy están en el desierto, instalados en un lugar sin destino. 

Por lo tanto, pido al Ministro de Vivienda que revise la situación de la gente de Los Pajaritos que hoy vive en Punta Colorada, entre La Serena y Vallenar, para que la solución definitiva los lleve a una ciudad donde los niños puedan educarse y las familias vivir mejor, pero no mantenerlos en un lugar inhóspito que de ninguna manera contribuirá a mejorarles su calidad de vida.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría.

Por haberse cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 13.39 horas.
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